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CUADERNO AUXILIAR: 77/2022

AMPARO EN REVISIÓN: 329/2021.

MATERIA: ADMINISTRATIVA.

QUEJOSO Y RECURRENTE: 
*****.1

MAGISTRADO PONENTE: JUAN 
CARLOS RÍOS LÓPEZ.

SECRETARIO: CARLOS ELÍAS 
VERGARA CÁRDENAS.

Victoria de Durango, Durango. Sentencia del 

Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto 

Circuito, correspondiente a la sesión celebrada de 

manera virtual mediante videoconferencia de 

dieciocho de agosto de dos mil veintidós.

V I S T O, para resolver los autos del cuaderno 

auxiliar 77/2022, derivado del amparo en revisión 

administrativo  ******** , del índice del Primer 

Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 

del Quinto Circuito, con residencia en Hermosillo, 

Sonora; y,

R E S U L T A N D O:

1 Tomando en cuenta que en el juicio del que derivó la resolución recurrida se encuentra 
involucrado un ****, debe reservarse la información en cuanto a su nombre o características, en 
acatamiento a la regla 8.1 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la 
Administración de la Justicia de Menores, conocidas como “Reglas de Beijing”, adoptadas por la 
Asamblea General en su resolución 40/33, de veintiocho de noviembre de mil novecientos 
ochenta y cinco, que al tenor dice: “8. Protección de la intimidad. 8.1 Para evitar que la 
publicidad indebida o el proceso de difamación perjudiquen a los menores, se respetará en 
todas las etapas el derecho de los menores a la intimidad”. En tal virtud, consecuentemente el 
nombre será sustituido por las siglas *****.
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PRIMERO. Demanda de amparo. Mediante 

escrito presentado ante el secretario de guardia del 

Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de 

Sonora, con residencia en Hermosillo,  ******* 

*******  ****  ********  ***** en nombre y por 

imposibilidad material del **** ******, promovió juicio 

de amparo indirecto contra las autoridades y actos 

que se trascriben a continuación:

“3.- AUTORIDADES SEÑALADAS COMO 
RESPONSABLES:

a) Secretaría de Salud Pública del 
Estado de Sonora, con domicilio en Centro de 
Gobierno sito en Bulevar Paseo Río Sonora y 
Comonfort, Col. Villa de Seris, Hermosillo, 
Sonora.

b) Gobernadora del Estado de Sonora, 
con domicilio en Bulevar Hidalgo s/n, colonia 
Centenario, Hermosillo, Sonora.

c) Jefe de la Jurisdicción Sanitaria 
Tres, con domicilio en Álvaro Obregón 307, 
Santa Ana, Sonora.

d) Director del Hospital General de 
Cananea, con domicilio en Parque Tamosura, 
Cananea, Sonora.

e) Director del Hospital Infantil del 
Estado de Sonora, con domicilio en Calle de la 
Reforma 355, Ley 57, de esta ciudad.

f) Ayuntamiento de Arizpe, con 
domicilio en calle Urrea s/n, colonia Centro, 
Arizpe, Sonora.

4.- ACTO RECLAMADO:
a) De la Secretaría de Salud Pública del 

Estado de Sonora se reclama la directa violación 
al derecho a la salud al más alto nivel posible, 
consagrado en el artículo 4° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
debido a la falta de atención médica, en todas 
sus vertientes, específicamente la que 
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comprende actividades curativas y de 
rehabilitación, incluyendo los tratamientos 
oportunos correspondientes, en perjuicio del 
menor ****** en razón de su origen nacional.

b) De la Gobernadora del Estado de Sonora 
se reclama la omisión de establecer políticas 
públicas en materia de salud a favor de los 
niños, niñas y adolescentes que requieran 
atención médica especializada, sin 
discriminación por cuestiones de origen étnico o 
nacional, tal y como lo establece la Ley General 
de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes.

c) Del Jefe de Jurisdicción Sanitaria Tres se 
reclama la omisión de planear, coordinar, 
supervisar y evaluar la prestación de los 
servicios de atención médica, es (sic) especifico 
se reclama la falta de coordinación con los tres 
niveles de gobierno, para efectos de que se 
satisfagan las necesidades de servicio médico a 
favor de los niños, niñas y adolescentes que 
requieran atención médica compleja, sin importar 
su origen nacional, tal y como lo establece el 
artículo 47 de la Ley de Salud Pública del Estado 
de Sonora, en relación con el artículo 50 de la 
Ley General de los Derechos de los Niños, Niñas 
y Adolescentes.

d) Del Hospital General de Cananea, y del 
Hospital Infantil del Estado de Sonora, se 
reclama la omisión de coordinarse para 
canalizar, trasladar, y brindar atención médica 
gratuita, consistente en la realización de 
cualquier procedimiento médico que requiera el 
quejoso menor de edad, así como el suministro 
de tratamiento idóneo para su padecimiento, sin 
discriminación alguna.

e) Del Ayuntamiento de Arizpe se reclama 
la omisión de establecer políticas públicas de 
coordinación con los tres niveles de gobierno, 
para efectos de poder canalizar, de manera 
inmediata, a los niños, niñas y adolescentes que 

2 Nota: el nombre completo del quejoso en la trascripción relativa se suprime a fin de reservar 
su identidad, por lo que se dejan sólo sus iniciales para fines prácticos.
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requieran atención médica de urgencia, y 
especializada, a una institución pública de salud 
más cercana que preste los servicios médicos 
especializados, sin importar el origen nacional de 
los menores de edad, tal y como lo establece el 
artículo 50 de la Ley General de los Niños, 
Niñas, y Adolescentes”.

SEGUNDO. Trámite en primera instancia. La 

demanda de amparo indirecto quedó registrada bajo 

el número de expediente  ********, del índice del 

Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de 

Sonora, quien decretó la suspensión de plano 

respecto de la falta de atención médica y en el mismo 

proveído se declaró legalmente incompetente para 

conocer del asunto, por lo que declinó la competencia 

en favor del Juzgado Noveno de Distrito, quien aceptó 

y radicó la demanda con el número de expediente 

********; solicitó a las autoridades responsables su 

informe justificado; y ratificó en sus términos la 

suspensión de plano previamente concedida; dio la 

intervención al Agente del Ministerio Público de la 

Federación; previos diferimientos, se llevó a cabo la 

audiencia constitucional en la que se dictó sentencia, 

cuyos puntos resolutivos son del tenor siguiente:

“Primero. Se sobresee en el juicio de 
amparo promovido por el menor de edad de 
iniciales  ****** , por conducto de  ******* 
*******  ****  ********  ****, en su nombre y 
por imposibilidad material, contra los actos que 
reclamó de las autoridades responsables 
Secretaria de Salud del Estado de Sonora, 
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Hospital Infantil del Estado de Sonora, ambas 
con residencia en Hermosillo, Ayuntamiento de 
Arizpe, Hospital General de Cananea, Sonora 
y Jefe de Jurisdicción Sanitaria Tres, con 
residencia en Santa Anna, Sonora, precisados 
en el considerando tercero de esta resolución y 
por las razones expuestas en los considerandos 
cuarto y sexto.

Segundo. La Justicia de la Unión no 
ampara ni protege al menor de edad  *.*.**, 
por conducto de  *******  *******  **** 
********  ***** respecto del acto que (sic)  
reclamado a la Gobernadora Constitucional 
del Estado de Sonora, con residencia en 
Hermosillo, precisado en el considerando 
tercero de esta resolución y por las razones 
expuestas en el considerando octavo”.

TERCERO. Recurso de Revisión. Inconforme 

con la anterior resolución  *******  *******  **** 

******** ****, en su carácter de autorizada legal en 

términos amplios del quejoso, interpuso recurso de 

revisión, del cual correspondió conocer al Primer 

Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 

del Quinto Circuito, con residencia en Hermosillo, 

Sonora, cuyo Magistrado Presidente lo admitió a 

trámite bajo el número de expediente  ******** y 

ordenó dar vista al Agente del Ministerio Público de la 

Federación adscrito, quien no formuló pedimento 

Posteriormente, se turnó el asunto a una de las 

ponencias del tribunal auxiliado para la elaboración 

del proyecto de sentencia correspondiente.

CUARTO. Determinación de auxilio. Con 

motivo de la emisión del oficio 
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SECNO/STCCNO/463/2022, signado por el 

Secretario Técnico de la Comisión de Creación de 

Nuevos Órganos del Consejo de la Judicatura 

Federal, se determinó que el Primer Tribunal 

Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 

Quinto Circuito, con residencia en Hermosillo, Sonora, 

recibiera el apoyo de este Tercer Tribunal Colegiado 

del Vigésimo Quinto Circuito, para el dictado de 

sentencias en los asuntos de su conocimiento.

QUINTO. Trámite ante este Tribunal 
Colegiado de Circuito. El Tribunal Colegiado 

auxiliado remitió a este órgano auxiliar las 

constancias electrónicas que integran el expediente 

del amparo en revisión administrativo ******** de su 

índice, para la finalidad establecida en el resultando 

precedente y, por acuerdo de uno de junio de dos 
mil veintidós, este órgano colegiado se avocó al 

conocimiento del asunto, radicándolo bajo el número 

de expediente auxiliar 77/2022, el cual de 

conformidad con el numeral 183 de la Ley de Amparo 

se turnó al Magistrado Juan Carlos Ríos López para 

elaborar el proyecto de resolución correspondiente, y;

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Este Tercer Tribunal 

Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito es legalmente 

competente para conocer y resolver el recurso de 
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revisión, acorde con los dispositivos 107, fracción VIII, 

último párrafo, de la Constitución Federal, así como 

en los numerales 81, fracción I, inciso e) y 84 de la 

Ley de Amparo; 38, fracción II, de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, así como en los 

puntos Primero, Segundo y Tercero, fracción XXV, 

respectivamente, del Acuerdo General 3/2013, 

emitido por el Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal3, actualizado a través de sus reformas; y en 

oficio signado por el Secretario Técnico de la 

Comisión de Creación de Nuevos Órganos del 

Consejo de la Judicatura Federal4, a través del que 

hace del conocimiento que este órgano jurisdiccional 

apoyará al Primer Tribunal Colegiado en Materias 

Penal y Administrativa del Quinto Circuito, con 

residencia en Hermosillo, Sonora, en el dictado de 

sentencias; y por tratarse de una sentencia dictada 

por el Juzgado Noveno de Distrito en el Estado de 

Sonora, lugar en donde este órgano de control 

constitucional ejerce jurisdicción, en función de la del 

Tribunal auxiliado.

SEGUNDO. Consideración especial. La 

resolución de este asunto se llevará a cabo mediante 

videoconferencia, haciendo uso de medios 

electrónicos, dada la contingencia por la que 

atraviesa actualmente el país por el fenómeno de 

3 Relativo a la determinación de número y límites territoriales de los circuitos judiciales en que 
se divide la República Mexicana, y al número, a la jurisdicción territorial y especialización por 
materia de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito.
4 SECNO/STCCNO/436/2022, de veintitrés de mayo de dos mi veintidós.
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salud pública derivado del virus que provoca la 

enfermedad infecciosa COVID-19.

Así fue dispuesto en el arábigo 27, fracción III, y 

demás aplicables, del Acuerdo General 21/2020 del 

Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a 

la reanudación de plazos y al regreso escalonado en 

los órganos jurisdiccionales ante la señalada 

contingencia de salud, en relación con el artículo 

Único del Acuerdo General 16/2022, que lo reforma 

en su numeral 1, en cuanto a su periodo de vigencia 

del tres de agosto de dos mil veinte al dos de octubre 

de dos mil veintidós.

TERCERO. Tesis y jurisprudencias 
aplicables. Con el propósito de evitar repeticiones 

innecesarias, cada vez que en este fallo se citen tesis 

o jurisprudencias emitidas o integradas en fecha 

anterior a la entrada en vigor del Decreto de reforma 

a la Ley de Amparo, publicado en el Diario Oficial de 

la Federación el siete de junio de dos mil veintiuno, es 

decir, conformadas durante la Décima Época y 

anteriores del Semanario Judicial de la Federación, 

se consideran aplicables de conformidad con el 

artículo Décimo transitorio del citado decreto, que 

dispone que tales criterios continuarán en vigor, salvo 

que sean legalmente interrumpidos; en el entendido 

de mención expresa que específicamente se realice 
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sobre la inaplicabilidad de algún punto de vista en 

concreto.

CUARTO. Valor de las actuaciones. Las 

constancias que sirven de base para la resolución del 

presente juicio tienen pleno valor, como documento 

público, en términos de lo que disponen los 

dispositivos 129 y 202 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la 

citada legislación, según dispone su numeral 2º, 

segundo párrafo.

QUINTO. Legitimación. El quejoso *.*.*. está 

legitimado para interponer este recurso de revisión, 

de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5, 

fracción I de la Ley de Amparo, quien acude a este 

medio de impugnación por conducto de  ******* 

*******  ****  ********  **** , autorizada legal en 

términos amplios de conformidad con el numeral 12 

de la Ley de la Materia, carácter que tiene reconocido 

ante el Juez de Distrito.

SEXTO. Oportunidad. El recurso de revisión se 

interpuso dentro de los diez días que para ese efecto 

establece el artículo 86 de la Ley de la Materia, toda 

vez que la sentencia impugnada fue notificada de 

manera electrónica a la parte recurrente el catorce de 

diciembre de dos mil veinte, según se aprecia del 

acuse de recepción de notificación que obra en el 
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expediente electrónico del amparo indirecto ********, 

del índice del Juzgado Noveno de Distrito en el 

Estado de Sonora.

Por tanto, si el escrito de expresión de agravios 

se presentó el siete de enero de dos mil veintiuno, 

según se aprecia de la evidencia criptográfica visible 

a folio (543) del expediente electrónico en que se 

actúa, entonces se patentiza su oportunidad, como se 

ejemplifica en los cuadros calendarios siguientes:

DICIEMBRE 2020

LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO
Notificó
 Surtió 

efectos 
14

 Inició 
cómputo

15 16 17 18
* Inhábil

19
* Inhábil

20

* Inhábil
21

* Inhábil
22

* Inhábil
23

* Inhábil
24

* Inhábil
25

* Inhábil
26

* Inhábil
27

* Inhábil
28 29

* Inhábil
30

* Inhábil
31

ENERO 2021
LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO

* Inhábil
1

* Inhábil
2

* Inhábil
3

* Inhábil
4

* Inhábil
5

* Inhábil
6

Interpuso 
recurso 
* Inhábil

7
* Inhábil

8
* Inhábil

9
* Inhábil

10
* Inhábil

11 12 13 14 15
* Inhábil

16
* Inhábil

17

18 19

 Terminó 
cómputo 

20 21 22 23 24

 Artículo 31, fracción II de la Ley de Amparo.
 Arábigos 22 y 86 de la Ley de Amparo.
*  Cardinales 19 de la Ley de Amparo, 143 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación y Circular CAP/3/2020 signada por el Coordinador de Asesores de la Presidencia y 
Secretario de las Comisiones de Receso y Especial, en la que se determina la suspensión de 
plazos y términos. 

SÉPTIMO. Trascripciones innecesarias. Las 

consideraciones que sustentan la resolución materia 

de este expediente se encuentran digitalizadas en el 
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expediente electrónico contenido en el Sistema 

Integral de Seguimiento de Expedientes, de ahí que 

resulte innecesaria su trascripción, puesto que no 

existe precepto legal alguno en la Ley de Amparo que 

establezca esa obligación.

Como sustento de lo anterior se cita la tesis que 

este Tribunal comparte emitida por el Primer Tribunal 

Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 

Séptimo Circuito, visible en la página 2115 del Tomo 

XXIII, marzo de 2006, con número de Registro digital: 

175433, de la Novena Época del Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, de título y subtítulo: 
“SENTENCIAS DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO. AL EMITIRLAS NO SE ENCUENTRAN 
OBLIGADOS A TRANSCRIBIR LA RESOLUCIÓN 
RECURRIDA”.

En otro orden, la parte interesada expuso como 

motivos de disenso los que constan en el escrito 

relativo, que también obra glosado al presente 

expediente y respecto del cual tampoco existe 

obligación de hacer su trascripción, en términos de la 

jurisprudencia 58/2010 de la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la 

página 830 del Tomo XXXI, mayo de 2010, Materia 

Común, con número de Registro digital: 164618, de la 

Novena Época del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, de título y subtítulo: 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA 
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CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y 
EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES 
INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN”.

OCTAVO. Firmeza de consideraciones no 
impugnadas. Quedan firmes por falta de 

impugnación las determinaciones en las que se 

sobreseyó en el juicio de amparo por inexistencia de 

los actos reclamados al Secretario de Salud del 
Estado de Sonora y al Hospital Infantil del Estado 
de Sonora, con residencia en Hermosillo, 

sustentadas en la primera parte del considerando 

TERCERO de la sentencia que se revisa.

Asimismo, por falta de impugnación se declara 

firme el sobreseimiento decretado en la segunda 

parte del considerando SEXTO, respecto del acto 

reclamado al Jefe de la Jurisdicción Sanitaria 
número III, con residencia en Santa Anna, Sonora.

Sirve de sustento a lo anterior, por las razones 

que la conforman, la jurisprudencia 1a./J. 62/2006, de 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Septiembre de 

2006, página 185, Novena Época, Registro digital: 

174177, que dice:

“REVISIÓN EN AMPARO. LAS 
CONSIDERACIONES NO IMPUGNADAS DE 
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LA SENTENCIA DEBEN DECLARARSE 
FIRMES. Cuando la sentencia recurrida se 
apoya en dos o más consideraciones 
desvinculadas entre sí y cada una de ellas 
sustenta la declaratoria de inconstitucionalidad 
de distintos preceptos o actos, no deben 
estimarse inoperantes los agravios expresados 
por la parte recurrente que controvierten sólo 
una de esas consideraciones, pues al tratarse de 
razonamientos que revisten autonomía, el 
recurrente se encuentra en posibilidad legal de 
combatir únicamente la parte de la sentencia que 
estime contraria a sus intereses. En ese orden 
de ideas, cuando alguna consideración de la 
sentencia impugnada afecte a la recurrente y 
ésta no expresa agravio en su contra, tal 
consideración debe declararse firme.”

NOVENO. Precisión en torno a la suplencia 
de la queja deficiente. El artículo 79, fracción II, y 

penúltimo párrafo de la Ley de Amparo dispone:

“Artículo 79. La autoridad que conozca del 
juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de 
los conceptos de violación o agravios, en los 
casos siguientes: 

[…] 
II. En favor de los menores o incapaces, o 

en aquellos casos en que se afecte el orden y 
desarrollo de la familia; 

[…]
En los casos de las fracciones I, II, III, IV, V 

y VII de este artículo la suplencia se dará aún 
ante la ausencia de conceptos de violación o 
agravios. En estos casos solo se expresará en 
las sentencias cuando la suplencia derive de un 
beneficio”.

Acorde con dicha porción normativa, la autoridad 

que conoce del juicio de amparo tiene obligación de 
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suplir la deficiencia, e inclusive, la ausencia de los 

conceptos de violación o agravios en favor de los 

menores o incapaces y en los asuntos en que se 

afecte el orden y desarrollo de la familia.

Dicha suplencia debe ser total, es decir, no se 

limita a una sola instancia, ni a conceptos de violación 

y agravios, pues el alcance de la misma comprende 

desde el escrito inicial de demanda de derechos 

fundamentales, hasta el periodo de ejecución de la 

sentencia en caso de concederse el amparo, la cual 

opera invariablemente cuando esté de por medio, 

directa o indirectamente, la afectación de la esfera 

jurídica de un menor de edad o de un incapaz.

Lo anterior tiene sustento en la jurisprudencia 

1a./J. 191/2005, de la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Tomo XXIII, Mayo de 2006, página 167, Novena 

Época, Registro digital: 175053, que dice:

“MENORES DE EDAD O INCAPACES. 
PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA, EN 
TODA SU AMPLITUD, SIN QUE OBSTE LA 
NATURALEZA DE LOS DERECHOS 
CUESTIONADOS NI EL CARÁCTER DEL 
PROMOVENTE. La suplencia de la queja es una 
institución cuya observancia deben respetar los 
Jueces y Magistrados Federales; suplencia que 
debe ser total, es decir, no se limita a una sola 
instancia, ni a conceptos de violación y agravios, 
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pues el alcance de la misma comprende desde 
el escrito inicial de demanda de garantías, hasta 
el periodo de ejecución de la sentencia en caso 
de concederse el amparo. Dicha suplencia opera 
invariablemente cuando esté de por medio, 
directa o indirectamente, la afectación de la 
esfera jurídica de un menor de edad o de un 
incapaz, sin que para ello sea determinante la 
naturaleza de los derechos familiares que estén 
en controversia o el carácter de quien o quiénes 
promuevan el juicio de amparo o, en su caso, el 
recurso de revisión, ello atendiendo a la 
circunstancia de que el interés jurídico en las 
controversias susceptibles de afectar a la familia 
y en especial a menores e incapaces, no 
corresponde exclusivamente a los padres, sino a 
la sociedad, quien tiene interés en que la 
situación de los hijos quede definida para 
asegurar la protección del interés superior del 
menor de edad o del incapaz. Se afirma lo 
anterior, considerando la teleología de las 
normas referidas a la suplencia de la queja, a los 
criterios emitidos por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, así como a los 
compromisos internacionales suscritos por el 
Estado mexicano, que buscan proteger en toda 
su amplitud los intereses de menores de edad e 
incapaces, aplicando siempre en su beneficio la 
suplencia de la deficiencia de la queja, la que 
debe operar desde la demanda (el escrito) hasta 
la ejecución de sentencia, incluyendo omisiones 
en la demanda, insuficiencia de conceptos de 
violación y de agravios, recabación oficiosa de 
pruebas, esto es, en todos los actos que integran 
el desarrollo del juicio, para con ello lograr el 
bienestar del menor de edad o del incapaz.”

En ese contexto, tomando en consideración que 

en el juicio de origen se reclaman actos que inciden 

en la esfera jurídica del menor de edad quejoso, se 

hace patente que el asunto encuadra en el supuesto 
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que obliga a este órgano de amparo a suplir la 

deficiencia de la queja en su favor.

DÉCIMO. Análisis de los agravios. Del arábigo 

76 de la Ley de Amparo se puede desprender que el 

órgano de control de constitucionalidad se encuentra 

en posibilidad de emprender el estudio de los 

agravios de manera conjunta y en un orden distinto al 

propuesto a fin de resolver la cuestión efectivamente 

planteada.

En ese sentido, por cuestión de técnica jurídica 

y dadas las características del caso concreto, se 

estima que esa es la manera idónea de realizar el 

análisis de los motivos de disconformidad argüidos 

por la recurrente.

Sirve de apoyo, la jurisprudencia (IV Región) 

2o. J/5 (10a.), que se comparte del Segundo Tribunal 

Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 

Región, visible en la página 2018, Libro 29, abril de 

dos mil dieciséis, Tomo III, Décima Época, de la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, con 

Registro digital: 2’011,406, de título, subtítulo y texto:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O 
AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE 
MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR 
GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN 
UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de 
Amparo, publicada en el Diario Oficial de la 
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Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día 
siguiente, previene que el órgano jurisdiccional 
que conozca del amparo podrá examinar en su 
conjunto los conceptos de violación o los 
agravios, así como los demás razonamientos de 
las partes, a fin de resolver la cuestión 
efectivamente planteada, empero, no impone la 
obligación a dicho órgano de seguir el orden 
propuesto por el quejoso o recurrente, sino que 
la única condición que establece el referido 
precepto es que no se cambien los hechos de la 
demanda. Por tanto, el estudio correspondiente 
puede hacerse de manera individual, conjunta o 
por grupos, en el propio orden de su exposición 
o en uno diverso.”

I. En el motivo de agravio Segundo la disidente 

asevera que el Juez de Distrito dejó de observar el 

principio de exhaustividad al momento de analizar el 

informe justificado rendido por el Ayuntamiento de 

Arizpe, Sonora, así como diversos informes relativos 

al cumplimiento de la suspensión de plano, los 

escritos presentados por la parte quejosa y el auto de 

diecisiete de julio de dos mil veinte.

Lo anterior, porque en el oficio de dieciocho de 

julio de dos mil veinte el Ayuntamiento de Arizpe, 

Sonora informó que no cuenta con ambulancia 

porque la que fue asignada al Centro de Salud de 

Arizpe, Sonora sufrió desperfectos mecánicos durante 

un traslado de paciente hacia la ciudad de Hermosillo, 

sin que a la fecha del dictado de la sentencia se 

advierta que la unidad funcione, dado que en todo 
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momento el quejoso fue trasladado en un vehículo del 

Hospital General de Cananea.

Refiere que la autoridad responsable ni siquiera 

dio cumplimiento a la suspensión de plano, en virtud 

de que a lo largo de la sustanciación del juicio de 

amparo no llevó a cabo ningún traslado del menor de 

edad de la comunidad Bacanuchi hacia el Hospital 

General de Cananea, al aducir que no cuenta con 

recursos presupuestales para adquirir un vehículo 

para traslados de emergencia y que la única 

ambulancia asignada al Ayuntamiento de Arizpe no 

se encuentra funcionando debido a desperfectos 

mecánicos.

Señala que el ayuntamiento responsable 

manifestó haber asignado un vehículo automotor al 

Centro Médico de Bacanuchi; sin embargo, el propio 

Juez de Distrito estimó que dicho vehículo no es apto 

para traslados de emergencia, al no contar con las 

condiciones necesarias para ello.

Manifiesta que el mismo ayuntamiento informó al 

Juez de Distrito que no cuenta con ambulancia y que 

está realizando gestiones ante el Gobierno del Estado 

de Sonora y la Secretaría de Salud Pública para que 

se le asignara una ambulancia al Centro Médico de 

Bacanuchi.
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Afirma que, contrario a lo resuelto por el Juez de 

Distrito, el acto reclamado al Ayuntamiento de Arizpe, 

Sonora sí existe, por lo que debió tenerlo por cierto y 

arrojar la carga de la prueba a la autoridad 

responsable para que acreditara haber agotado el 

máximo de los recursos y garantizar el derecho a la 

salud e integridad física del menor de edad, en su 

vertiente de atención médica de urgencia, la cual 

incluye el traslado de emergencia al hospital o centro 

médico más cercano.

Argumenta que la determinación recurrida 

impidió que el menor de edad accediera a la justicia y 

que se diera seguimiento a las gestiones realizadas 

por el Ayuntamiento de Arizpe ante las diversas 

instancias de gobierno, ya que no se dictó una 

sentencia de fondo en la que se obligara a los tres 

niveles de gobierno el garantizar el derecho a la 

salud, ya que el gobierno del Estado de Sonora no dio 

respuesta a la solicitud planteada por el mencionado 

ayuntamiento, a fin de dotar de una ambulancia al 

Centro Médico de Bacanuchi para traslados de 

emergencia.

II. En otro orden de ideas, la recurrente refiere 

en su motivo de agravio identificado como Primero 

que es incorrecto que se haya sobreseído por 

cesación de efectos del acto que se reclama al 

Hospital General de Cananea, bajo el argumento de 
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que se acreditó que prestó los servicios médicos al 

quejoso menor de edad en cumplimiento a la 

suspensión de plano.

Considera que el Juez de Distrito no realizó un 

análisis integral de la demanda de amparo para fijar 

correctamente el acto reclamado al Hospital General 

de Cananea, ya que se le reclama la omisión de 

brindar atención médica gratuita respecto de 

cualquier procedimiento médico que requiera el 

menor quejoso, sin discriminación por su nacionalidad 

o estatus migratorio.

Resalta que en los antecedentes del acto 

reclamado se expresó que el personal del Hospital 

General de Cananea le dijo a la madre del quejoso 

que al no comprobar su situación migratoria no 

podían prestarle el servicio médico gratuito ni acceder 

a los programas públicos de salud.

Señala que en el punto cinco de los 

antecedentes se reclama la falta de políticas públicas 

orientadas a garantizar el derecho a la salud de alto 

nivel a favor de los niños, niñas y adolescentes, sin 

discriminación alguna.

Considera que el Juez de Distrito no fijó 

correctamente el acto reclamado al Hospital General 

de Cananea, pues no consiste en la simple omisión 
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de prestar un servicio médico por un hecho aislado –

accidente ocurrido el veintitrés de junio de dos mil 

veinte- sino que se traduce en la falta de atención 

médica por razones de origen nacional y/o situación 

migratoria en todas sus vertientes, respecto de 

cualquier procedimiento médico que requiera el 

quejoso menor de edad, incluidos los programas 

públicos de salud que se prestan en dicho nosocomio.

Refiere que el Hospital General de Cananea no 

rindió su informe justificado para desvirtuar la 

inconstitucionalidad de los reclamos, es decir, no 

fundó ni motivó las razones por las cuales negó la 

atención médica al quejoso por motivo de su origen 

nacional y situación migratoria, por lo que es correcto 

que el Juzgador Federal haya determinado que son 

ciertos los actos que se le reclaman, pero que al no 

fijarlos correctamente, bastó que se prestara el 

servicio médico al quejoso en cumplimiento a la 

suspensión de plano para tener por actualizada la 

cesación de los efectos del acto reclamado; empero, 

la autoridad responsable no se pronunció respecto de 

los actos de discriminación que sufrió el ****, ya que 

no expuso las razones por las que negó prestar los 

servicios médicos y programas públicos de salud por 

razones de origen nacional.

Considera que de haberse fijado correctamente 

el acto reclamado, no se actualizaría la cesación de 
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efectos porque no quedarían destruidos en forma total 

los actos de discriminación que sufrió el quejoso en el 

acceso a los servicios médicos en el Hospital General 

de Cananea, por lo que es posible que se vuelva a 

negar la atención médica.

Apunta que no existe un pronunciamiento por 

parte de la autoridad responsable en el sentido de 

que continuará prestando los servicios médicos al 

quejoso, sin solicitarle requisitos de comprobación 

migratoria o de alguna otra índole, por lo que el Juez 

de Distrito debió estudiar el fondo del asunto y 

determinar si el acto reclamado consistente en la 

negativa de prestar servicios médicos por razones de 

origen nacional es o no discriminatorio y conceder el 

amparo para que le presten los servicios médicos sin 

necesidad de acreditar su situación migratoria.

Aduce que el hecho de que se le haya brindado 

atención médica en cumplimiento a la suspensión de 

plano no garantiza la no repetición del acto 

reclamado, por lo que es necesario que se dicte una 

sentencia de fondo en la que se determine que el 

menor de edad sufrió discriminación en el acceso a 

los servicios médicos.

En suplencia de la queja deficiente se estima 

que los motivos de agravio son fundados.
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En principio conviene recordar que en la 

demanda de amparo indirecto el quejoso reclamó del 

Ayuntamiento de Arizpe, Sonora y del Director del 

Hospital General de Cananea lo siguiente:

“d) Del Hospital General de Cananea, y 
del Hospital Infantil del Estado de Sonora, se 
reclama la omisión de coordinarse para 
canalizar, trasladar, y brindar atención médica 
gratuita, consistente en la realización de 
cualquier procedimiento médico que requiera el 
quejoso menor de edad, así como el suministro 
de tratamiento idóneo para su padecimiento, sin 
discriminación alguna.”

e) Del Ayuntamiento de Arizpe se reclama 
la omisión de establecer políticas públicas de 
coordinación con los tres niveles de gobierno, 
para efectos de poder canalizar, de manera 
inmediata, a los niños, niñas y adolescentes que 
requieran atención médica de urgencia, y 
especializada, a una institución pública de salud 
más cercana que preste los servicios médicos 
especializados, sin importar el origen nacional de 
los menores de edad, tal y como lo establece el 
artículo 50 de la Ley General de los Niños, 
Niñas, y Adolescentes”.

Como antecedentes relacionados con los actos 

reclamados en el libelo constitucional se expresaron 

los siguientes:

“(…)
1. El menor de edad ***** * es habitante 

de la comunidad de Bacanuchi, la cual es una 
población de difícil acceso y caminos en mal 
estado que se encuentra ubicada en el municipio 

5 Nota: se suprime nombre completo del quejoso y deja solo sus iniciales. 
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de Arizpe, en Sonora, y cuenta con una clínica 
y/o casa de salud adscrita a la Jurisdicción 
Sanitaria Tres con residencia en Santa Ana, 
Sonora, la cual operaba desde el año 2002 
aproximadamente.

(…)
2. El día 23 de junio de 2020, en la 

comunidad de Bacanuchí, Arizpe, Sonora; 
aproximadamente a las 19:30 horas, el niño 
********  *******  ******* de  * años de edad, 
sufrió una caída de un pony o caballo pequeño, 
ocasionando un dolor insoportable en el brazo, 
por lo que fue llevado por su madre al Centro de 
Salud de  ********* , el cual se encuentra 
operando de nuevo provisionalmente a partir de 
fecha reciente, en cumplimiento a una 
suspensión de plano decretada en el juicio de 
amparo indirecto  ********  por el Juez 
Decimoprimero de Distrito en el Estado de 
Sonora.

El menor fue atendido por la Doctora 
*********  ********  ******* , adscrita a dicho 
Centro de Salud, quien le manifestó a la madre 
del menor que la caída había sido severa, y le 
había ocasionado fracturas en el brazo derecho, 
por tanto únicamente podía suministrarle una 
inyección para aliviar el dolor, pero que era 
necesario que el menor fuera trasladado de 
inmediato a un Hospital para recibir atención 
médica más compleja, siendo el caso, que era 
necesario realizarle radiografías, exámenes y 
brindar un tratamiento especializado.

Es el caso, que la madre del menor no 
contaba con los recursos económicos y 
materiales para trasladar a su menor hijo al 
Hospital o Clínica para que recibiera atención 
médica especializada, y a saber, tampoco se 
cuenta con servicio de ambulancia ni servicio de 
transporte público en la comunidad, por lo que 
tuvo que esperar al día siguiente, 24 de junio de 
2020, para solicitar auxilio de los habitantes de la 
comunidad que pudieran apoyarla con traslado, 
ya que ella no cuenta con vehículo, y además, 
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se vio en la necesidad de conseguir el dinero 
necesario para pagar los gastos de combustible 
del vehículo en el que fueran trasladados el 
menor y su abuela materna  *********  ****** 
*****.

3. El 24 de junio de 2020 el menor 
********  *******  ******* acompañado de su 
abuela materna  *********  ******  ****** fue 
atendido por personal médico del Hospital 
General de Cananea, sin embargo le 
manifestaron que el caso del menor era más 
complejo de lo esperado, y que requería una 
cirugía, de manera inmediata, por lo que lo 
canalizarían al Hospital Infantil del Estado de 
Sonora, al área de Ortopedias, por lo que le 
extendieron la referencia ******.

Asimismo, le manifestaron que toda vez 
que el niño  ********  *******  ****** no 
cuenta con acta de naturalización que 
acredite ser mexicano, no podían prestarle el 
servicio médico gratuito, ni traslado con 
recursos Públicos al Hospital Infantil del 
Estado de Sonora, por lo que sería 
canalizado como particular, de forma que la 
madre del menor debía trasladarlo con sus 
propios recursos y, además, pagar el costo 
de la cirugía y/o tratamientos médicos que 
requiera el menor.

4. Es el caso que la señora  ********* 
******  ****** abuela materna del menor 
******** ******* ******* se vio en la necesidad 
de llevar al quejoso menor de edad con un 
medico (sic) particular, porque éste no dejaba de 
llorar y manifestar que era insoportable el dolor 
en su brazo.

El doctor  ******  ******  ********, 
Traumatólogo Ortopedista, le recetó varios 
analgésicos y desinflamatorios, y también 
manifestó que el menor requería una cirugía, de 
inmediato, y que el costo aproximado de ésta era 
de $****** (******* *** ***** 00/100 M.N.).

La madre del menor no cuenta con el 
peculio para sufragar los gastos médicos de su 
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menor hijo y, de acuerdo con la información que 
se brindó a la quejosa por el personal del 
Hospital de Cananea, el Hospital Infantil del 
Estado de Sonora, establece que si el menor no 
cuenta con el acta de naturalización que 
acredite ser mexicano, no pueden prestarle el 
servicio médico de manera gratuita, ni 
acceder a los programas públicos de salud, 
por lo que deben sufragar los gastos 
médicos del menor, relativos a su atención 
médica y tratamiento correspondiente.

5. Por tanto, la falta de políticas públicas 
orientadas a garantizar el Derecho a la Salud al 
más alto nivel posible, sin discriminación, a favor 
de niños, niñas y adolescentes, es violatoria de 
sus derechos fundamentales. Asimismo, 
consideramos que son discriminados por 
razones económicas, así por su origen nacional. 
Sumado a ello, tampoco existe transporte 
público que les traslade a alguna clínica de las 
cabeceras municipales antes mencionadas, lo 
cual pone en peligro su integridad física y su 
vida; dicho riesgo aumenta en el caso de niños y 
niñas habitantes de la comunidad.”

En el considerando SEGUNDO de la sentencia 

que se revisa el Juez de Distrito precisó que los 

reclamos derivan de un accidente que sufrió el menor 

de edad el día veintitrés de junio de dos mil veinte, en 

la comunidad de Bacanuchi, Sonora, por lo que el 

acto reclamado inicial es la omisión de brindarle 

atención médica, de la cual derivan los restantes.

Así, el Resolutor Federal puntualizó que del 

Hospital General de Cananea se reclama la omisión o 

falta de atención médica al quejoso  ***** ., 

manifestada en la negativa a realizar el traslado al 
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Hospital Infantil del Estado de Sonora, con residencia 

en Hermosillo, así como cualquier procedimiento 

médico que requiera, entre ellas una cirugía y las 

actividades curativas y de rehabilitación, así como el 

tratamiento médico que necesite, con motivo del 

accidente que sufrió el veintitrés de junio de dos mil 

veinte.

También precisó que la falta de atención médica 

especializada consiste en la negativa de realizarle la 

cirugía requerida en el codo del brazo derecho.

Por otra parte, estableció que del Ayuntamiento 

de Arizpe, Sonora, como consecuencia de la falta de 

atención médica del menor de iniciales ******, se le 

reclama la omisión de establecer políticas públicas de 

coordinación con los tres niveles de gobierno para 

efectos de canalizar de inmediato, a los niños, niñas y 

adolescentes que requieran atención médica de 

urgencia y especializada a una institución pública de 

salud, que preste servicios especializados.

Luego, en el considerando TERCERO el 

juzgador estimó que los reclamos al Ayuntamiento de 

Arizpe, Sonora, son inexistentes, toda vez que dicha 

autoridad al rendir su informe con justificación negó 

su existencia; y que al respecto expuso que existe un 

vehículo a disposición para el traslado al centro 

médico más cercano en casos de urgencia, siendo 
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una camioneta marca  **** , línea Explorer,  *** , 

modelo ****, cinco puertas, con capacidad para siete 

pasajeros, a cargo de un funcionario municipal; 

anexando copia certificada del acta de asignación de 

vehículo automotor que realizó el Gobierno del 

Estado de Sonora, por conducto de la Secretaría de 

Hacienda.

Medio de prueba del que el Juez de Distrito 

advirtió que tal vehículo automotor se le entregó al 

Ayuntamiento de Arizpe para las funciones de 

derecho público del mismo desde el mes de 

diciembre de dos mil dieciocho; que la demanda de 

amparo fue promovida el veintiséis de junio de dos mil 

veinte; concluyendo que, con anterioridad a la 

presentación de dicha solicitud de amparo, ya se 

contaba con el servicio a que refiere la omisión 

atribuida a dicho Ayuntamiento.

También consideró que la citada autoridad 

responsable informó que existe a disposición del 

Ayuntamiento de Arizpe, Sonora, una ambulancia que 

fue dada en comodato por parte de la Secretaría de 

Salud para la atención de urgencias médicas, mismo 

vehículo automotor que se encuentra asignado al 

Centro de Salud del Arizpe, Sonora, por lo que 

decretó el sobreseimiento en el juicio de amparo, por 

inexistencia de actos reclamados a dicha autoridad.
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Sin embargo, la consulta en el Sistema Integral 

de Seguimiento de Expedientes (SISE) de las 

constancias y actuaciones que obran en el expediente 

electrónico del amparo indirecto  ******** del índice 

del Juzgado Noveno de Distrito en el Estado de 

Sonora, revela que:

-Mediante oficio de ocho de julio de dos mil 

veinte, el Síndico del Ayuntamiento de Arizpe, Sonora 

informó, entre otras cuestiones, que no cuenta con 

una partida presupuestal para este tipo de situaciones 

(canalizar al niño que requiera atención médica de 

urgencia y especializada a una institución pública de 

salud más cercana para que le presten los servicios 

médicos especializados), que por la situación 

derivada de la Covid-19 se le han recortado las 

participaciones y que están haciendo un esfuerzo 

para poder atender las demandas de la ciudadanía.

- A requerimiento del Juez el síndico del citado 

Ayuntamiento informó que existe un vehículo a 

disposición para el traslado al centro médico más 

cercano en caso de urgencia, consistente en una 

camioneta marca  ****, línea  ********  ***, modelo 

****, a cargo de un funcionario municipal, para 

funciones de derecho público.

-Por auto de diecisiete de julio de dos mil veinte, 

el Juez de Distrito determinó que dicho vehículo no 
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cumple con las características y equipamiento 

necesario, ni el funcionario designado cuenta con el 

perfil requerido para garantizar que se tomen las 

medidas para el cuidado de la salud del menor y su 

señora madre y del propio funcionario municipal, por 

lo que requirió a la responsable para efecto de que 

informara si tiene la posibilidad de trasladar al menor 

y a su madre al hospital en una ambulancia y con 

personal capacitado que garantice la salud del 

quejoso.

-Al respecto, el Ayuntamiento de Arizpe, Sonora 

informó que en esos momentos no cuenta con una 

ambulancia ya que hace aproximadamente quince 

días, la única con la que cuentan sufrió desperfectos 

mecánicos en el traslado de un paciente hacia la 

ciudad de Hermosillo; que dicho vehículo permanece 

en reparación; que esa ambulancia pertenece a la 

Secretaría de Salud y está asignada al centro de 

salud de Arizpe en el servicio de urgencias médicas.

-Que el Ayuntamiento ha estado en 

comunicación con la jurisdicción sanitaria número III, 

con sede en Santa Anna, Sonora, gestionando 

vehículo para atención del menor, pero que por la 

situación de la pandemia no han obtenido resultados; 

que se están haciendo esfuerzos en materia 

presupuestal para adquirir un vehículo, pero no ha 

sido posible porque las participaciones que ha 
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recibido el Ayuntamiento han disminuido, así como la 

recaudación de impuestos.

Lo antes destacado revela que, contrario a lo 

sustentado por el Resolutor Federal, la omisión 

atribuida a dicho Ayuntamiento sí existe, toda vez que 

la misma autoridad reconoce que no cuenta con una 

partida presupuestal para atender ese tipo de 

situaciones (traslado o canalización a un centro 

médico en caso de urgencias); asimismo, se advierte 

que el mismo Juzgador consideró que el vehículo 

descrito por la autoridad responsable no es apto para 

garantizar la salud del menor en el traslado, es decir, 

no se trata de una ambulancia; ante esa circunstancia 

la misma responsable reconoce no contar con 

ambulancia disponible, que la única con la que cuenta 

el Ayuntamiento está descompuesta y no ha sido 

reparada.

Ahora bien, adverso a lo sustentado en la 

sentencia recurrida, se advierte que el Ayuntamiento 

de Arizpe, Sonora no demostró que hubiese realizado 

acciones con los diversos niveles de gobierno con la 

finalidad de contar con un medio de transporte para 

realizar traslados de urgencia en casos necesarios, 

pues el vehículo con el que cuenta, no es apto para 

ello y la única ambulancia está asignada sólo al 

centro de salud de Arizpe en el área de urgencias, 

pero tiene desperfectos mecánicos.
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Sin que la autoridad responsable hubiese 

aportado prueba alguna con la que demuestre su 

dicho en el sentido de que ha gestionado la 

adquisición de un vehículo con la jurisdicción sanitaria 

número III sin obtener resultado alguno, lo que 

evidencia la omisión que le es atribuida.

Además, debe destacarse que del acta de 

asignación de vehículo exhibida por el Ayuntamiento 

responsable, se advierte que corresponde a otro 

vehículo distinto al descrito en un primer momento, 

pues se trata de una vagoneta marca  ********, 

******** modelo ****, color blanca, asignada por la 

Secretaria de Hacienda del gobierno del Estado de 

Sonora, con motivo del procedimiento administrativo 

en materia aduanera, por lo que incluso se aclara en 

dicha acta que en caso de que se ordene la 

devolución del vehículo por alguna autoridad 

administrativa o judicial, dicha asignación queda sin 

efectos, debiéndose entregar en forma inmediata a la 

Coordinación Ejecutiva de Verificación al Comercio 

Exterior.

Circunstancias que imponen levantar el 

sobreseimiento decretado respecto de los actos 

reclamados a dicha autoridad, por lo que más 

adelante se analizará su constitucionalidad.
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Por otro lado, en la primera parte del 

considerando SEXTO de la sentencia que se revisa 

se tiene que el Juez de Distrito consideró que 

respecto de los actos reclamados al Hospital General 

de Cananea se actualiza la causa de improcedencia 

prevista en la fracción XXI del artículo 61 de la Ley de 

Amparo, toda vez que cesaron sus efectos.

Lo anterior, al estimar que de la relación de 

hechos realizada en la demanda de amparo, y el 

contenido de los informes de las autoridades 

responsables, se advierte que el quejoso menor de 

edad, inicialmente fue atendido por el servicio de 

urgencias en el Hospital General de Cananea, 

Sonora, el veintitrés de junio de dos mil veinte, 

aproximadamente a las veintidós horas con diez 

minutos, según se advierte del oficio de treinta de 

junio de dos mil veinte, suscrito por el Director de ese 

nosocomio.

Que el veinticuatro de junio siguiente el menor 

de iniciales ****** fue valorado en el mismo hospital 

por personal del servicio de ortopedia, donde se 

determinó que requería de una cirugía con motivo de 

la fractura supracondilia humeral derecha.

Destacó que fue en ese momento cuando 

aconteció la omisión de las autoridades responsables 

de realizar la cirugía requerida por el menor  ******, 
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dado que existen datos en la demanda de amparo 

que revelan que al no ser intervenido el día 

veinticuatro de junio de dos mil veinte, en el Hospital 

General de Cananea, Sonora, ni ser trasladado por 

personal de dicho hospital o de alguna otra institución 

pública al Hospital Infantil del Estado, fue llevado por 

sus familiares con un médico particular de la ciudad 

de Agua Prieta, Sonora.

Puntualizó que de los informes relativos al 

cumplimiento de la suspensión de plano queda de 

manifiesto que:

El veintitrés de junio de dos mil veinte se brindó 

atención médica al menor  ******, en el servicio de 

urgencias del Hospital General de Cananea, Sonora.

El veinticuatro de junio de dos mil veinte se 

valoró al ****, en el servicio de ortopedia del Hospital 

General de Cananea, Sonora, determinándose que 

requería de una cirugía con motivo de la fractura 

supracondilia humeral derecha.

El ocho de julio del citado año se intervino 

quirúrgicamente al niño de su codo derecho en el 

Hospital General de Cananea, Sonora, con motivo de 

la fractura supracondilia humeral derecha.
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El diez de julio de dos mil veinte, el quejoso fue 

dado de alta del Hospital General de Cananea, 

Sonora, al encontrarse en buen estado de salud, y se 

le programó una cita para el veinte de julio siguiente, 

para el retiro de suturas y revisión médica.

El veinte de julio de dos mil veinte fue trasladado 

en una unidad oficial con los cuidados necesarios con 

motivo de la contingencia sanitaria generada por el 

virus Covid-19, de la comunidad de Bacanuchi, 

municipio de Arizpe, al Hospital General de Cananea, 

Sonora, donde fue atendido por el doctor ****** ** ** 

****  ********, especialista en ortopedia, quien lo 

valoró y determinó que presentaba una buena 

evolución en su padecimiento; además, le fue 

programada una nueva cita para el veinticuatro de 

agosto del citado año.

El veinticuatro de agosto de dos mil veinte, el 

menor  *****., fue trasladado en una unidad oficial, 

con los cuidados necesarios de la comunidad de 

Bacanuchi, municipio de Arizpe, al Hospital General 

de Cananea, Sonora, donde se le retiró el material de 

osteosíntesis, bajo sedación y anestesia local, 

enseguida pasó al área de recuperación y fue 

egresado de la Unidad hospitalaria con indicación de 

quitar los puntos de sutura en siete días; asimismo, 

se dieron a su acompañante las indicaciones para el 
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cuidado y recuperación del menor, mismo que 

presentó una evolución satisfactoria.

El día veintisiete de octubre de dos mil veinte, el 

menor  ******, fue trasladado nuevamente en una 

unidad oficial, con los cuidados necesarios, con 

motivo de la contingencia sanitaria, de la comunidad 

de Bacanuchi, municipio de Arizpe, al Hospital 

General de Cananea, Sonora, donde fue atendido por 

el médico especialista en ortopedia y debido a la 

evolución satisfactoria de su salud, fue dado de alta.

Asimismo, el Juzgador de Amparo señaló que de 

las constancias que obran en autos, no se desprende 

que se haya realizado algún cobro al menor de edad, 

o a sus familiares con motivo de la atención médica 

recibida en el Hospital General de Cananea, Sonora, 

pues incluso fue trasladado de la comunidad de 

Bacanuchi, municipio de Arizpe, Sonora a Cananea y 

de regreso a su domicilio en la citada población en 

unidades oficiales del Hospital General en cita; sin 

que advirtiera un acto de discriminación por parte de 

la citada autoridad, dado que se le prestó el servicio 

médico, además de que el mismo de acuerdo a las 

constancias de autos, fue de manera gratuita.

Por ello, el Juez de Distrito concluyó que 

cesaron los efectos de los actos reclamados al 

Hospital General de Cananea, dado que la autoridad 
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responsable realizó las acciones inherentes a 

restablecer la salud del quejoso brindándole la 

atención médica necesaria, pues al efecto le practicó 

la operación requerida en su codo derecho, le dio el 

seguimiento necesario en relación a su recuperación 

y lo dio de alta al considerar que se había 

restablecido la salud del menor quejoso.

Asimismo, estimó que fueron destruidos todos 

los efectos que alguna vez generaron los actos 

reclamados, de forma total e incondicional y de modo 

tal que las cosas volvieron al estado que tenían antes 

de la violación constitucional, como si se hubiera 

otorgado el amparo y sin dejar ninguna huella en la 

esfera jurídica del quejoso, dado que se le brindó la 

atención médica hasta restaurarle su salud.

Lo antes reseñado, confrontado con el contenido 

de la demanda de amparo indirecto y las actuaciones 

realizadas en el juicio biinstancial, revela que no se 

fijaron de manera precisa los actos reclamados al 

Hospital General de Cananea, dado que no se tomó 

en cuenta que la negativa a prestar la atención 

médica obedeció fundamentalmente a que el  **** 

quejoso no cuenta con acta de naturalización con la 

que acredite ser mexicano, lo que así fue expuesto 

bajo protesta de decir verdad en el capítulo de 

antecedentes de la demanda de amparo, 

manifestación que adquirió certeza dado que la citada 
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autoridad responsable fue omisa en rendir su informe 

con justificación.

En ese contexto, deben tenerse por ciertos los 

actos de discriminación aducidos por el accionante de 

amparo, dado que la razón medular para que en un 

primer momento le fuera negada la atención médica 

solicitada obedeció a que no cuenta con carta de 

naturalización con la que acredite ser mexicano.

Ciertamente los actos reclamados derivan del 

accidente acaecido el veintitrés de junio de dos mil 

veinte que sufrió el menor en la comunidad de 

Bacanuchi en la que habita, que le generó una 

fractura del codo de su brazo derecho, pero no solo 

se limitan a una omisión, sino que tienen que ver con 

un aspecto de discriminación con motivo de la 

nacionalidad del menor quejoso.

Por tanto, es necesario interpretar la pretensión 

real del quejoso para que, en su caso, las autoridades 

responsables cesen en sus actos de discriminación y 

brinden una atención médica integral; esto es, que 

sea oportuna, eficaz y suficiente para proteger su vida 

y su salud, incluida la de aquellos padecimientos que 

pudiera desarrollar durante la secuela procesal, con la 

finalidad de brindarle el más alto nivel de bienestar 

físico, mental y social.
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Ahora bien, como lo refiere la parte disidente, en 

la sentencia recurrida se estimó actualizada la causa 

de improcedencia consistente en la cesación de los 

efectos de los actos reclamados al Hospital General 

de Cananea, fundamentalmente porque la autoridad 

responsable brindó la atención médica en 

cumplimiento a la medida suspensional decretada de 

plano por el Juez de Distrito.

Sin embargo, respecto de actos de naturaleza 

prestacional continuada relacionados, entre otros, con 

el derecho a la salud no se actualiza la causa de 

improcedencia relativa a la cesación de efectos 

cuando la autoridad responsable, en cumplimiento a 

la suspensión otorgada, dicta la medida que le fue 

ordenada, cuya omisión es materia del acto 

reclamado, ya que dichas actuaciones se realizaron 

en mero cumplimiento a dicha medida, por lo que no 

puede asumirse que se hayan destruido de manera 

total e incondicionada los efectos del acto reclamado 

y, sobre todo, que se haya restituido de forma plena 

al quejoso en el goce de sus derechos violados, sino 

que requieren necesariamente de un pronunciamiento 

de fondo que se realice en la sentencia, en la cual el 

juzgador deberá analizar pormenorizadamente todas 

las pruebas que obren en el sumario, a fin de 

determinar, conforme a las particularidades del caso 

concreto, sobre los derechos fundamentales cuya 
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violación se alega y, en su caso, reparar en definitiva 

la violación alegada.

Sirve de sustento a lo anterior, la jurisprudencia 

PC.XIV. J/1 K (11a.), del Pleno del Décimo Cuarto 

Circuito, que este Tribunal Colegiado de Circuito 

comparte, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación, Undécima Época, Registro digital: 

2024909, que dice:

“CESACIÓN DE EFECTOS EN EL 
AMPARO. NO SE ACTUALIZA DICHA CAUSA 
DE IMPROCEDENCIA EN LOS JUICIOS DE 
AMPARO CONTRA ACTOS DE NATURALEZA 
PRESTACIONAL CONTINUADA QUE 
GARANTICEN, ENTRE OTROS, EL DERECHO 
A LA SALUD, A LA VIDA O A LA INTEGRIDAD 
PERSONAL, CUANDO LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE REALICE ACTUACIONES EN 
CUMPLIMIENTO DE LA SUSPENSIÓN 
OTORGADA, SINO QUE, DE NO ADVERTIR 
DIVERSA CAUSA DE IMPROCEDENCIA, EL 
JUZGADOR DEBERÁ REALIZAR UN 
PRONUNCIAMIENTO DE FONDO RESPECTO 
DE LOS DERECHOS ALEGADOS EN LA 
SENTENCIA DEFINITIVA RESPECTIVA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de 
Circuito contendientes resolvieron de manera 
diferente recursos de revisión derivados de 
juicios de amparo indirecto en los que se 
impugnaron actos omisivos de naturaleza 
prestacional relacionados con la protección al 
derecho a la vida, a la salud o a la integridad 
personal, en los que se concedió la suspensión 
de plano para que cesaran los efectos de dicha 
inactividad y las autoridades responsables en 
estricto cumplimiento realizaran diversas 
actuaciones, pues mientras uno de los 
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Tribunales Colegiados confirmó la 
improcedencia del juicio de amparo por cesación 
de efectos, pues estimó viable que con motivo 
de las actuaciones realizadas por la autoridad 
responsable cesaron los efectos del acto 
reclamado, ya que de su análisis consideró que 
con ellas los efectos del acto reclamado 
quedaron destruidos de manera absoluta, 
completa e incondicional; mientras que el otro, 
revocó y concedió el amparo, pues descartó que 
dichas actuaciones derivadas del cumplimiento 
de la concesión de la suspensión de plano 
fueran suficientes para sobreseer o negar el 
amparo, bajo el argumento toral de que los 
efectos de la suspensión sólo permanecen hasta 
que se dicte resolución en el juicio principal, por 
no tener el carácter de definitivos.

Criterio jurídico: Este Pleno del 
Decimocuarto Circuito determina que respecto 
de actos de naturaleza prestacional continuada 
relacionados, entre otros, con el derecho a la 
salud, a la vida o a la integridad personal, no se 
actualiza la causa de improcedencia relativa a la 
cesación de efectos cuando la autoridad 
responsable, en cumplimiento a la suspensión 
otorgada, dicta la medida que le fue ordenada, 
cuya omisión es materia del acto reclamado, ya 
que dichas actuaciones se realizaron en mero 
cumplimiento a dicha medida, por lo que no 
puede asumirse que se hayan destruido de 
manera total e incondicionada los efectos del 
acto reclamado y, sobre todo, que se haya 
restituido de forma plena al quejoso en el goce 
de sus derechos violados, sino que requieren 
necesariamente de un pronunciamiento de fondo 
que se realice en la sentencia, en la cual el 
juzgador deberá analizar pormenorizadamente 
todas las pruebas que obren en el sumario, a fin 
de determinar, conforme a las particularidades 
del caso concreto, sobre los derechos 
fundamentales cuya violación se alega y, en su 
caso, reparar en definitiva la violación alegada. 
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Justificación: La suspensión del acto 
reclamado es una figura accesoria al juicio 
constitucional, que por su propia naturaleza 
existe y surte efectos hasta tanto cause 
ejecutoria la resolución que se dicte en el juicio 
de amparo. Por su parte, para que se actualice 
la causa de improcedencia consistente en la 
cesación de efectos del acto reclamado, prevista 
en el artículo 61, fracción XXI, de la Ley de 
Amparo, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha determinado en diversos criterios 
jurisprudenciales que no basta que la autoridad 
responsable lo derogue, revoque o, en su caso, 
realice la actuación cuya omisión o negativa se 
reclamó, sino que es necesario, además, que 
sus efectos queden destruidos de manera 
absoluta, completa e incondicional, esto es, que 
de manera definitiva y total el justiciable goce del 
derecho vulnerado, como si se hubiese otorgado 
el amparo. Conforme a las citadas premisas, es 
dable concluir que cuando con motivo de la 
suspensión concedida en un juicio de amparo 
promovido contra actos consistentes en 
omisiones de naturaleza prestacional 
continuada, relacionadas, entre otros, con el 
derecho a la salud, a la vida o a la integridad 
personal, la autoridad responsable realice 
actuaciones restitutorias del derecho que se 
aduce violado, no puede sobrevenir dicho 
supuesto de improcedencia, pues los efectos 
que se hubieran otorgado con motivo de la 
suspensión concedida son provisionales y no 
definitivos, pues esto, sólo puede hacerse en la 
sentencia que así lo resuelva. De ahí, que lo 
determinante para no considerar actualizada la 
causal de improcedencia por cesación de 
efectos en esos casos, no radica propiamente en 
la restitución del derecho violado, sino en que 
aquella restitución no tiene efectos definitivos, 
pues éstos son exclusivos de la sentencia 
ejecutoriada que se dicte en el juicio, lo que 
conlleva que no pueda considerarse que los 
efectos hayan sido nulificados de manera total y 
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definitiva, menos que se haya restituido de forma 
plena al quejoso en el goce de sus derechos, 
como lo determinó la Segunda Sala del Alto 
Tribunal del País, en la jurisprudencia 2a./J. 
59/99. De no entenderse de esa manera, el 
sobreseimiento por cesación de efectos que se 
decrete con base en el otorgamiento de tal 
prestación por la autoridad responsable en 
cumplimiento de la suspensión decretada, 
dejaría sin efectos la referida medida transitoria 
concedida en el juicio de amparo, con el riesgo 
de que al no haber un pronunciamiento firme y 
definitivo sobre el derecho humano en cuestión, 
quede a la discrecionalidad de la autoridad el 
continuar otorgando la prestación asistencial 
conferida en cumplimiento a la medida 
suspensiva. Máxime que al constituir el acto 
reclamado una omisión pública que repercute en 
el goce de derechos fundamentales de particular 
trascendencia, como lo son el derecho a la 
protección de la salud, a la vida o a la integridad 
personal, ello implica que el análisis de los actos 
reclamados y las pruebas aportadas por las 
partes, deba hacerse en un pronunciamiento de 
fondo en la sentencia que al efecto se dicte, 
pues sólo ahí se podrán establecer los 
parámetros del derecho a la tutela judicial y el 
análisis del derecho que se aduzca violado, 
porque la improcedencia del juicio de amparo no 
debe sustentarse en una medida transitoria y 
que no garantice ininterrupciones o violaciones 
sucesivas al derecho que se estima violado.”

De ahí que al resultar fundados los agravios, 

también procede levantar el sobreseimiento 

decretado respecto de los actos reclamados al 

Hospital General de Cananea, por lo que este órgano 

colegiado analizará el fondo de la cuestión planteada.
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Análisis de la cuestión efectivamente 
planteada.

El artículo 4° de la Carta Magna,6 en su tercer 

párrafo, establece que toda persona tiene derecho a 

la protección de la salud y que la ley definirá las 

bases y modalidades para el acceso a los servicios 

de salud, así como la concurrencia de la Federación y 

las entidades federativas en materia de salubridad 

general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del 

artículo 73 constitucional.

Por su parte, la Ley General de Salud en su 

artículo 1°7 establece que dicha ley tiene el objetivo 

de reglamentar el derecho a la salud que tiene toda 

persona; además, fija las bases y modalidades para 

el acceso a los servicios de salud y la concurrencia de 

la federación y las entidades federativas en materia 

de salubridad general.

El artículo 2° del ordenamiento legal en cita,8 

establece las finalidades de la ley, entre las que se 

6 “Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el 
desarrollo de la familia. (…)
Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades 
para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las 
entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción 
XVI del artículo 73 de esta Constitución.”
7 “Artículo 1o.- La presente Ley reglamenta el derecho a la protección de la salud que tiene 
toda persona en los términos del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, establece las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y la 
concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general. Es 
de aplicación en toda la República y sus disposiciones son de orden público e interés social”.
8 “Artículo 2o.- El derecho a la protección de la salud, tiene las siguientes finalidades:
I.- El bienestar físico y mental de la persona, para contribuir al ejercicio pleno de sus 
capacidades;
II.- La prolongación y el mejoramiento de la calidad de la vida humana;
III.- La protección y el acrecentamiento de los valores que coadyuven a la creación, 
conservación y disfrute de condiciones de salud que contribuyan al desarrollo social;
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encuentra el bienestar físico y mental del hombre 

para contribuir al ejercicio pleno de sus capacidades, 

la prolongación y mejoramiento de la calidad de la 

vida humana, la protección y acrecentamiento de los 

valores que coadyuven a la creación, conservación y 

disfrute de condiciones de salud que contribuyan al 

desarrollo social, etcétera.

De igual forma, el artículo 23 de la ley 

reglamentaria del artículo 4° constitucional9, refiere 

que por servicios de salud deben entenderse todas 

aquellas acciones realizadas en beneficio del 

individuo y de la sociedad en general, dirigidas a 

proteger, promover y restaurar la salud de la persona 

y la colectividad.

Los servicios de salud se clasifican en tres tipos: 

de atención médica, de salud pública y de asistencia 

social (artículo 24 de la Ley General de Salud).10

Por atención médica se entiende el conjunto de 

servicios que se proporcionan al individuo, con el fin 

IV.- La extensión de actitudes solidarias y responsables de la población en la preservación, 
conservación, mejoramiento y restauración de la salud;
V.- El disfrute de servicios de salud y de asistencia social que satisfagan eficaz y oportunamente 
las necesidades de la población;
VI.- El conocimiento para el adecuado aprovechamiento y utilización de los servicios de salud, y
VII.- El desarrollo de la enseñanza y la investigación científica y tecnológica para la salud”.
9 “Artículo 23.- Para los efectos de esta Ley, se entiende por servicios de salud todas aquellas 
acciones realizadas en beneficio del individuo y de la sociedad en general, dirigidas a proteger, 
promover y restaurar la salud de la persona y de la colectividad”.
10 “Artículo 24.- Los servicios de salud se clasifican en tres tipos:
I.- De atención médica;
II.- De salud pública, y
III.- De asistencia social”.
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de proteger, promover y restaurar su salud (artículo 

32 de la Ley General de Salud).11

Las actividades de atención médica son: 

preventivas (incluyen las de promoción general y las 

de protección específica), curativas (que tienen como 

fin efectuar un diagnóstico temprano y proporcionar 

tratamiento oportuno), de rehabilitación (que incluyen 

acciones tendientes a corregir la invalidez física o 

mental) y paliativas (que incluyen el cuidado integral 

para preservar la calidad de vida del paciente, a 

través de la prevención, tratamiento y control del dolor 

y otros síntomas físicos y emocionales por parte de 

un equipo profesional multidisciplinario (artículo 33 de 

la Ley General de Salud ).12

De lo anterior, se puede dilucidar que el derecho 

a la salud no se limita a la salud física del individuo, 

es decir, comprende el no padecer, prevenir y tratar 

una enfermedad.

Asimismo, el numeral 393 de la Ley General de 

Salud dispone que corresponde a la Secretaría de 

Salud y a los gobiernos de las entidades federativas, 
11 “Artículo 32.- Se entiende por atención médica el conjunto de servicios que se proporcionan 
al individuo, con el fin de proteger, promover y restaurar su salud, la cual podrá apoyarse de 
medios electrónicos de acuerdo con las normas oficiales mexicanas que al efecto expida la 
Secretaría de Salud”.
12 “Artículo 33.- Las actividades de atención médica son:
I.- Preventivas, que incluyen las de promoción general y las de protección específica;
II.- Curativas, que tienen como fin efectuar un diagnóstico temprano y proporcionar tratamiento 
oportuno;
III.- De rehabilitación, que incluyen acciones tendientes a optimizar las capacidades y funciones 
de las personas con discapacidad, y
IV.- Paliativas, que incluyen el cuidado integral para preservar la calidad de vida del paciente, a 
través de la prevención, tratamiento y control del dolor, y otros síntomas físicos y emocionales 
por parte de un equipo profesional multidisciplinario.”
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en el ámbito de sus respectivas competencias, la 

vigilancia del cumplimiento de esa Ley y demás 

disposiciones que se dicten con base en ella.

Y que la participación de las autoridades 

municipales y de las autoridades de las comunidades 

indígenas, estará determinada por los convenios que 

celebren con los gobiernos de las respectivas 

entidades federativas y por lo que dispongan los 

ordenamientos locales.

El numeral 5 de la Ley de Salud para el Estado 

de Sonora establece que son autoridades sanitarias, 

entre otras: el Gobernador del Estado, la Secretaría 

de Salud Pública del Estado y los ayuntamientos, en 

la esfera de su jurisdicción.

De igual manera, es importante destacar que el 

derecho a la salud no sólo se encuentra contemplado 

en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, sino también en diversos instrumentos 

internacionales.

Así, el artículo 25.1 de la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos, establece:

“…Toda persona tiene derecho a un nivel 
de vida adecuado que le asegure, así como a su 
familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia 
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médica y los servicios sociales necesarios; tiene 
asimismo derecho a los seguros en caso de 
desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez 
u otros casos de pérdida de sus medios de 
subsistencia por circunstancias independientes 
de su voluntad…”.

Por su parte, la Declaración Americana de los 

Derechos y Deberes del Hombre, en su artículo XI, 

refiere:

“Artículo XI. Toda persona tiene derecho a 
que su salud sea preservada por medidas 
sanitarias y sociales relativas a la alimentación, 
el vestido, la vivienda y la asistencia médica, 
correspondientes al nivel que permitan los 
recursos públicos y los de la comunidad.”

El artículo 12, del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos Sociales y Culturales, 

previene:

“Artículo 12
1. Los Estados Partes en el presente Pacto 

reconocen el derecho de toda persona al disfrute 
del más alto nivel posible de salud física y 
mental.

2. Entre las medidas que deberán adoptar 
los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar 
la plena efectividad de este derecho, figurarán 
las necesarias para:

...
d) La creación de condiciones que 

aseguren a todos asistencia médica y servicios 
médicos en caso de enfermedad.”
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De igual forma, el artículo 10, del Protocolo 

Adicional a la Convención Americana Sobre Derechos 

Humanos en Materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, establece:

“Derecho a la Salud
1. Toda persona tiene derecho a la salud, 

entendida como el disfrute del más alto nivel de 
bienes físico, mental y social.

2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a 
la salud los Estados partes se comprometen a 
reconocer la salud como un bien público y 
particularmente a adoptar las siguientes medidas 
para garantizar este derecho:

a. La atención primaria de la salud, 
entendiendo como tal la asistencia sanitaria 
esencial puesta al alcance de todos los 
individuos y familiares de la comunidad;”

De lo anterior, se obtiene que la salud es una 

prerrogativa que, por pertenecer al conglomerado de 

derechos fundamentales del ser humano, consiste en 

la libertad de disfrutar de bienestar físico y mental, 

para contribuir al ejercicio pleno de sus capacidades, 

prolongación y mejoramiento de la calidad de vida 

humana, para lo cual, se posee el derecho de 

acceder a los servicios de salud y de asistencia social 

Estatal, que satisfagan eficaz y de manera oportuna 

las necesidades de la población. 

Es decir, hay un doble sentido en la relación 

gobierno-gobernado, porque por un lado, implica una 

permisión al titular para acceder a los servicios de 
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asistencia médica, con la acotación de que existen 

lineamientos a seguir, establecidos en la ley; por otra, 

el Estado se obliga a no interferir o impedir el acceso, 

de manera arbitraria, a los servicios, a realizar su 

adecuada prestación y supervisión, así como en la 

medida de sus posibilidades, a la creación de 

infraestructura institucional que se requiera para ese 

fin.

De lo antes expuesto se desprende que toda 

persona tiene derecho a la protección de la salud; por 

lo que los establecimientos hospitalarios deben contar 

con los elementos necesarios para prestar asistencia 

médica, psicológica y psiquiátrica adecuada. 

Asimismo, en todos los establecimientos 

hospitalarios se deberá procurar el cuidado de la 

salud y se establecerá un sistema de prevención, 

detección y seguimiento de las enfermedades.

Ello, evidencia que a nivel Estado, existe una 

obligación que se traduce en garantizar a la población 

las condiciones adecuadas para proteger la salud 

física y mental; también una responsabilidad 

compartida con la sociedad para colaborar con la 

prevención y tratamiento de enfermedades y lucha 

contra ellas.
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Del mismo modo, se desprende la obligación del 

Estado de tomar las medidas necesarias para 

garantizar el acceso a la salud y a los tratamientos 

que las personas precisen.

Lo anterior encuentra sustento en la 

jurisprudencia 1a./J. 8/2019 (10a.) de la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Libro 63, Febrero de 2019, Tomo I, 

página 486, Décima Época, Registro digital 2019358 

que establece: 

“DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA 
SALUD. DIMENSIONES INDIVIDUAL Y 
SOCIAL. La protección de la salud es un 
objetivo que el Estado puede perseguir 
legítimamente, toda vez que se trata de un 
derecho fundamental reconocido en el artículo 
4o. constitucional, en el cual se establece 
expresamente que toda persona tiene derecho a 
la protección de la salud. Al respecto, no hay que 
perder de vista que este derecho tiene una 
proyección tanto individual o personal, como una 
pública o social. Respecto a la protección a la 
salud de las personas en lo individual, el derecho 
a la salud se traduce en la obtención de un 
determinado bienestar general integrado por el 
estado físico, mental, emocional y social de la 
persona, del que deriva otro derecho 
fundamental, consistente en el derecho a la 
integridad físico-psicológica. De ahí que resulta 
evidente que el Estado tiene un interés 
constitucional en procurarles a las personas en 
lo individual un adecuado estado de salud y 
bienestar. Por otro lado, la faceta social o pública 
del derecho a la salud consiste en el deber del 
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Estado de atender los problemas de salud que 
afectan a la sociedad en general, así como en 
establecer los mecanismos necesarios para que 
todas las personas tengan acceso a los servicios 
de salud. Lo anterior comprende el deber de 
emprender las acciones necesarias para 
alcanzar ese fin, tales como el desarrollo de 
políticas públicas, controles de calidad de los 
servicios de salud, identificación de los 
principales problemas que afecten la salud 
pública del conglomerado social, entre otras.”

Ahora bien, el interés superior de los niños, 

niñas y adolescentes implica que el desarrollo de 

éstos y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser 

considerados como criterios rectores para la 

elaboración de normas y la aplicación de éstas en 

todos los órdenes relativos a su vida. 

Así, todas las autoridades deben asegurar y 

garantizar que en todos los asuntos, decisiones y 

políticas públicas en las que se les involucre, todos 

los niños, niñas y adolescentes tengan el disfrute y 

goce de todos sus derechos humanos, especialmente 

de aquellos que permiten su óptimo desarrollo, esto 

es, los que aseguran la satisfacción de sus 

necesidades básicas como alimentación, vivienda, 

salud física y emocional, el vivir en familia con lazos 

afectivos, la educación y el sano esparcimiento, 

elementos -todos- esenciales para su desarrollo 

integral. 
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En ese sentido, el principio del interés superior 

del menor de edad implica que la protección de sus 

derechos debe realizarse por parte de las autoridades 

a través de medidas reforzadas o agravadas en todos 

los ámbitos que estén relacionados directa o 

indirectamente con los niños, niñas y adolescentes, 

ya que sus intereses deben protegerse siempre con 

una mayor intensidad. 

En esa lógica, cuando los juzgadores tienen que 

analizar la constitucionalidad de normas, o bien, 

aplicarlas, y éstas inciden sobre los derechos de los 

niños, niñas y adolescentes, es necesario realizar un 

escrutinio más estricto en relación con la necesidad y 

proporcionalidad de la medida de modo que se 

permita vislumbrar los grados de afectación a los 

intereses de los menores y la forma en que deben 

armonizarse para que dicha medida sea una 

herramienta útil para garantizar el bienestar integral 

del menor en todo momento13.

Ahora bien, en el caso concreto se tiene que el 

menor quejoso sufrió un accidente en la comunidad 

de Bacanuchi, Sonora, lo que le provocó una fractura 

en el codo del brazo derecho que ameritó la atención 

médica especializada y de urgencia.

13 Lo anterior refleja el contenido de la jurisprudencia P./J. 7/2016 (10a.), del Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo I, página 10, Décima Época, Registro digital: 
2012592, de título y subtítulo: “INTERÉS SUPERIOR DE LOS MENORES DE EDAD. 
NECESIDAD DE UN ESCRUTINIO ESTRICTO CUANDO SE AFECTEN SUS INTERESES.”
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Los antecedentes relacionados con los actos 

reclamados y las constancias del juicio de amparo 

revelan la dificultad a la que se enfrenta el niño para 

acceder a los servicios de traslado de urgencia a un 

hospital cercano a su comunidad, como lo es el 

Hospital General de Cananea, toda vez que la 

comunidad Bacanuchi, perteneciente al municipio de 

Arizpe, Sonora, no cuenta con ambulancias 

funcionales que presten ese servicio básico de salud, 

lo cual es reconocido por la autoridad responsable 

municipal quien manifestó que ese problema se 

agravó con motivo de la pandemia por la que 

actualmente atraviesa el país generada por el virus 

SarsCov-2.

Por otra parte, también se advierte de los hechos 

relatados por el quejoso que, luego de afrontar la 

dificultad del traslado y llegar por sus propios medios 

al Hospital General de Cananea, el personal médico 

de dicha institución le negó la atención médica 

gratuita y especializada (la que en ese momento 

implicaba una intervención quirúrgica en el brazo 

derecho del niño para curar la fractura) y el traslado 

gratuito al Hospital Infantil del Estado de Sonora, con 

residencia en Hermosillo, bajo el argumento de que el 

niño no cuenta con una carta de naturalización con la 

que acredite ser mexicano y así poder acceder a 

dichos servicios de salud.
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Esa denegación del servicio público de salud 

obligó a que los familiares del menor lo llevaran con 

un médico particular, quien les manifestó la gravedad 

de la lesión y la necesidad de una intervención 

quirúrgica especializada y urgente, cuyo costo 

asciende a sesenta mil pesos aproximadamente, 

numerario que está fuera de las posibilidades del 

impetrante del amparo y de su madre.

Luego, con motivo de la promoción del amparo 

indirecto, el Juzgador de Distrito que en un primer 

momento conoció del asunto decretó la suspensión 

de plano respecto de la omisión de atención médica, 

por lo que en cumplimiento a esa medida 

suspensional el Hospital General de Cananea le 

brindó la atención gratuita al niño quejoso e incluso se 

ocupó de los traslados desde su comunidad de origen 

al referido nosocomio, lo que se hizo sólo en 

acatamiento de dicha suspensión; empero, dicha 

autoridad responsable no justificó en esta instancia 

constitucional la razón por la que en un principio le 

negó la atención médica al quejoso, ya que ante su 

falta de informe justificado se tiene la certeza de que 

fue con motivo de que el niño no cuenta con una carta 

de naturalización con la que acredite su nacionalidad 

mexicana, lo que evidencia una violación directa de 

los artículos 1º y 4º constitucionales, ya que el niño 

quejoso es objeto de discriminación con motivo de su 

nacionalidad (los documentos anexos a la demanda 
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muestran que el niño nació en los Estados Unidos de 

América), discriminación que está latente aun cuando 

se le haya brindado la atención médica, pues ésta fue 

proporcionada sólo en virtud de la suspensión de 

plano otorgada, la cual solo tiene vigencia mientras se 

decide el juicio en definitiva, lo que coloca en una 

situación de riesgo al quejoso, dado que ante 

cualquier eventualidad que ponga en peligro su salud 

e integridad física no tendrá la garantía ni seguridad 

de ser atendido en forma inmediata, por el contrario, 

existe el mismo riesgo de que se le niegue el servicio 

por la misma razón, en franca violación a su derecho 

fundamental a la salud, lo que impone conceder el 

amparo solicitado para los efectos que más adelante 

se precisarán.

Robustece lo anterior, la tesis 1a. CVIII/2014 

(10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Libro 4, Marzo de 2014, Tomo I, 

página 538, Décima Época, Registro digital: 2005919, 

que señala:

“DERECHOS DE LOS NIÑOS. BASTA 
CON QUE SE COLOQUEN EN UNA 
SITUACIÓN DE RIESGO PARA QUE SE VEAN 
AFECTADOS. El principio de interés superior 
implica que los intereses de los niños deben 
protegerse con mayor intensidad, por lo que no 
es necesario que se genere un daño a los bienes 
o derechos de los niños para que se vean 
afectados, sino que basta con que éstos se 
coloquen en una situación de riesgo. Aquí 
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conviene hacer una precisión sobre el concepto 
de riesgo. Si éste se entiende simplemente como 
la posibilidad de que un daño ocurra en el futuro, 
es evidente que la eventualidad de que un 
menor sufra una afectación estará siempre 
latente. Cualquier menor está en riesgo de sufrir 
una afectación por muy improbable que sea. Sin 
embargo, ésta no es una interpretación muy 
razonable del concepto de riesgo. Así, debe 
entenderse que el aumento del riesgo se 
configura normalmente como una situación en la 
que la ocurrencia de un evento hace más 
probable la ocurrencia de otro, de modo que el 
riesgo de que se produzca este segundo evento 
aumenta cuando se produce el primero. 
Aplicando tal comprensión a las contiendas 
donde estén involucrados los derechos de los 
menores de edad, y reiterando que el interés 
superior de la infancia ordena que los jueces 
decidan atendiendo a lo que resultará más 
beneficioso para el niño, la situación de riesgo se 
actualizará cuando no se adopte aquella medida 
que resultará más beneficiosa para el niño, y no 
sólo cuando se evite una situación perjudicial.”

Por otra parte, el expediente electrónico del 

amparo indirecto revela que el Ayuntamiento de 

Arizpe, Sonora, reconoció que no cuenta con el 

presupuesto necesario para adquirir ambulancias, 

que la única que tiene fue asignada al centro de salud 

de Arizpe, pero que dicho vehículo sufrió 

desperfectos mecánicos y no ha sido reparado; es 

decir, aparece evidenciado que la comunidad de 

Bacanuchi no cuenta con alguna ambulancia que 

preste el servicio de traslado de urgencia al hospital 

más cercano para sus habitantes, entre ellos, el 

menor quejoso, pues el examen de las actuaciones 
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procesales evidencia que dicha autoridad no llevó a 

cabo ninguno de los traslados que le fueron 

requeridos, de ahí que resulte evidente que la 

autoridad responsable no ha realizado las gestiones 

necesarias para atender esa necesidad básica de la 

población que pertenece al municipio de Arizpe, 

Sonora, lo que menoscaba el derecho fundamental a 

la salud del niño quejoso, cuyos familiares tuvieron 

que valerse de sus medios y de la ayuda de la 

comunidad para lograr llegar al Hospital General de 

Cananea, enfrentando diversos obstáculos para 

lograr los traslados para que fuera atendido de su 

afección.

Sin que sea óbice a lo anterior que la citada 

autoridad responsable informó que puso a disposición 

del quejoso un vehículo automotor oficial para 

efectuar los traslados requeridos, sin embargo, el 

propio juzgador de amparo determinó que dicho 

vehículo no cumple con las características y 

equipamiento necesario, ni el funcionario designado 

cuenta con el perfil requerido para garantizar que se 

tomen las medidas para el cuidado de la salud del 

menor.

Aunado a que la autoridad responsable no 

acreditó la carencia presupuestaria para adquirir 

ambulancias, menos que hubiese gestionado su 

adquisición con los distintos niveles de gobierno, por 

Juan M
anuel G

arza Jacobo
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.4e.0a
07/11/23 19:12:46

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Amparo en Revisión Administrativo 329/2021
Cuaderno auxiliar 77/2022

Página   59

lo que hasta este momento sigue incurriendo en la 

omisión que se le atribuye, ya que no ha adoptado las 

medidas apropiadas de carácter administrativo y 

presupuestario para dar plena efectividad al derecho 

a la salud del quejoso.

Es aplicable, la tesis 2a. CIX/2014 (10a.) de la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, consultable en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Libro 12, Noviembre de 

2014, Tomo I, página 1190, Décima Época, Registro 

digital: 2007936, que dice:

“DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES 
Y CULTURALES. CUANDO EL ESTADO 
ADUCE QUE EXISTE UNA CARENCIA 
PRESUPUESTARIA PARA SU REALIZACIÓN, 
DEBE ACREDITARLO. El contenido normativo 
del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, permite 
concluir que la obligación estatal de proteger, 
respetar y promover los derechos contenidos en 
ese instrumento no puede desconocer la 
situación particular que enfrente cada país, por 
lo que no existirá una violación a los derechos en 
él tutelados, a pesar de que se acredite que un 
determinado derecho no ha sido realizado o 
alcanzado un nivel óptimo de eficacia, siempre y 
cuando el Estado haya demostrado que ha 
utilizado todos los recursos que están a su 
disposición en un esfuerzo por satisfacer las 
obligaciones establecidas en la propia 
convención. De ahí que no basta la simple 
afirmación del Estado Mexicano de que existe 
limitación presupuestaria para que se tenga por 
acreditado que ha adoptado todas las medidas 
"hasta el máximo de los recursos" de que 
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disponga, para lograr la realización de los 
derechos consagrados en el referido Pacto, sino 
que para ello deberá aportar el material 
probatorio en que sustente su dicho. Por tal 
motivo, en todo asunto en el que se impugne la 
violación a los derechos constitucionales de la 
materia, los juzgadores nacionales deben 
distinguir entre la incapacidad real para cumplir 
con las obligaciones que el Estado ha contraído 
en materia de derechos humanos, frente a la 
renuencia a cumplirlas, pues es esa situación la 
que permitirá determinar las acciones u 
omisiones que constituyan una violación a tales 
derechos humanos.”

Circunstancia que también deriva en la 

concesión del amparo para los efectos que más 

adelantes se puntualizarán.

Por otro lado, la recurrente señala que es 

incorrecto que el Juez de Distrito hubiese negado el 

amparo respecto del acto reclamado a la 

Gobernadora del Estado de Sonora, bajo el 

argumento de que dicha autoridad llevó a cabo la 

media legislativa consistente en la expedición de la 

Ley de los Derechos de las Niñas, Niños y 

Adolescentes del Estado de Sonora, la cual es 

suficiente para garantizar el derecho humano a la 

salud de la infancia.

Refiere que los servicios de atención médica que 

recibió el  **** quejoso obedecieron a la suspensión 

de plano decretada, mas no así del cumplimiento de 

esa ley o de algún programa social, lo que revela que 
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la referida medida legislativa en sí misma no es 

suficiente.

Señala que el Juez Federal parte de una 

premisa equivocada al estimar que el quejoso menor 

de edad recibió atención médica gratuita y de calidad 

gracias a las políticas públicas diseñadas por el 

Ejecutivo estatal; sin embargo, de los antecedentes 

relacionados con el acto reclamado revelan que antes 

de la presentación de la demanda de amparo el 

quejoso no fue atendido de urgencia por las 

autoridades responsables debido a la falta o ineficacia 

de los lineamientos o protocolos para la atención de 

la infancia migrante por parte del Hospital General de 

Cananea.

Considera que, contrario a lo sustentado por el 

Juez de Distrito, la Gobernadora del Estado de 

Sonora no demostró la eficiente implementación de 

políticas públicas a fin de garantizar el derecho 

humano a la salud al más alto nivel posible, sin 

discriminación a favor del quejoso, ya que las 

medidas legislativas sin un plan de ejecución y sin 

políticas públicas o acciones administrativas y 

presupuestarias son insuficientes y no son efectivas 

para garantizar ese derecho del niño.

Los motivos de disentimiento son fundados y 

suficientes para revocar el fallo impugnado.
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Como se recordará, de la Gobernadora del 

Estado de Sonora se reclama, como consecuencia de 

la falta de atención médica del menor de iniciales 

******, la omisión de establecer políticas públicas en 

materia de salud, a favor de los niños, niñas y 

adolescentes, que requieran atención médica 

especializada, sin discriminación.

Al respecto, el Juez de Distrito consideró que las 

políticas públicas en materia de salud, a favor de los 

niños, niñas y adolescentes, que requieran atención 

médica especializada, sin discriminación, tal como lo 

establece la Ley General de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes, corresponde a la Gobernadora 

del Estado de Sonora, a través de la Secretaría de 

Salud.

Destacó que por iniciativa presentada el siete de 

diciembre de dos mil quince, por la Gobernadora del 

Estado de Sonora, el Congreso del Estado aprobó la 

Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 

del Estado de Sonora y que en la exposición de 

motivos de dicha legislación se estableció que las 

niñas, niños y adolescentes, tienen el inquebrantable 

derecho a la satisfacción de sus necesidades de 

alimentación, salud, educación y sano esparcimiento 

para su desarrollo integral y que el interés superior de 

la niñez es la base para el diseño, ejecución, 

seguimiento y evaluación de las políticas públicas.
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Estableció que del contenido de dicha legislación 

estatal, queda de manifiesto la voluntad de la titular 

del Ejecutivo de crear las condiciones necesarias 

para garantizar los derechos fundamentales de niñas, 

niños y adolescentes, entre ellos, el derecho a la 

protección a la salud, pues así se advierte de los 

artículos relativos, entre ellos, los artículos 12 y 40, 

por cuanto prevén el derecho a la protección de la 

salud y a la seguridad social, el derecho a disfrutar 

del más alto nivel posible de salud, así como a recibir 

la prestación de servicios de atención médica gratuita 

y de calidad en favor de la niñez.

Para lo cual las autoridades estatales y 

municipales, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, se coordinarán a fin de establecer 

acciones para reducir la morbilidad y mortalidad de 

niñas, niños y adolescentes; asegurar la prestación 

de la asistencia médica y sanitaria que sean 

necesarias a niñas, niños y adolescentes, haciendo 

hincapié en la atención primaria a la salud.

Por ello, consideró que no asiste razón al 

inconforme en relación al acto reclamado a la 

autoridad responsable Gobernadora del Estado, toda 

vez que fue a iniciativa de dicha autoridad que se 

aprobó la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes del Estado de Sonora, sustentándose 

con ello la política pública necesaria para las acciones 
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que refiere con el propósito de materializar el acceso 

de las niñas, niños y adolescentes a la protección a la 

salud, con el más alto nivel posible, así como a recibir 

la prestación de servicios de atención médica gratuita 

y de calidad, lo que se vio reflejado en el caso, pues 

el quejoso fue atendido por los Servicios de Salud del 

Estado de Sonora, de forma gratuita y eficiente, tal 

como se advierte de las constancias que obran en 

autos y sin advertir discriminación alguna en contra 

del menor peticionario del amparo.

Así, concluyó que la autoridad responsable sí ha 

realizado políticas públicas con la finalidad de 

salvaguardar el derecho a la salud de la población 

infantil, incluido el ahora quejoso, mediante la 

expedición de la citada legislación, de ahí que negó el 

amparo solicitado.

Sin embargo, como lo refiere la disidente, no 

basta la sola expedición de la legislación relativa para 

considerar que la autoridad responsable ha adoptado 

políticas públicas suficientes para garantizar el 

derecho a la salud de la niñez, pues el caso concreto 

revela que por lo que hace al niño quejoso 

perteneciente a la comunidad de Bacanuchi, 

municipio de Arizpe, Sonora, no se han materializado, 

dado que dicha comunidad cuenta solo con una 

clínica o casa de salud, la cual es atendida por una 

doctora (*********  ********  ******), además que 
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dicha comunidad no cuenta con ambulancia alguna 

para prestar el servicio de traslados de urgencia al 

hospital más cercano, que en el caso es el Hospital 

General de Cananea, ni siquiera la cabecera 

municipal de Arizpe, Sonora, cuenta con dicho medio 

de trasporte, ya que el único que tiene está 

descompuesto y el vehículo que tiene a disposición 

no es apto para realizar los traslados requeridos.

En ese contexto, el Estado conculca el derecho 

a la salud por violaciones de omisión cuando: (i) no 

adopta las medidas apropiadas para dar plena 

efectividad a este derecho; (ii) no cuenta con una 

política nacional sobre la seguridad y la salud en el 

empleo o servicios de salud y (iii) no hace cumplir las 

leyes pertinentes.

También, las violaciones de las obligaciones de 

cumplir se producen cuando el Estado no adopta 

todas las medidas necesarias para dar efectividad al 

derecho a la salud, entre las que se encuentran: (i) la 

no adopción o aplicación de una política nacional de 

salud con miras a garantizar el derecho a la salud de 

todos; (ii) los gastos insuficientes o la asignación 

inadecuada de recursos públicos que impiden el 

disfrute del derecho a la salud por los particulares o 

grupos, en particular las personas vulnerables o 

marginadas; (iii) el hecho de no adoptar medidas para 

Juan M
anuel G

arza Jacobo
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.4e.0a
07/11/23 19:12:46

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Amparo en Revisión Administrativo 329/2021
Cuaderno auxiliar 77/2022

Página   66

reducir la distribución no equitativa de los 

establecimientos, bienes y servicios de salud14.

El derecho a la salud de niñas y niños se 

encuentra reconocido, expresamente, en los artículos 

4, párrafos cuarto y noveno constitucional; 12.1 y 12.2 

incisos a) y c) del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales; 24 de la 

Convención sobre los Derechos del Niño; 19 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos; 63 

de la Ley General de Salud; y 13, fracción IX, 43, 50, 

51 y 52 de la Ley General de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes.

El Comité de los Derechos del Niño en su 

observación general 15 definió el “derecho a la salud 

del niño” de la siguiente manera: El derecho inclusivo 

que no sólo abarca la prevención oportuna y 

apropiada, la promoción de la salud y los servicios 

paliativos, de curación y de rehabilitación, sino 

también el derecho del niño a crecer y desarrollarse al 

máximo de sus posibilidades y vivir en condiciones 

que le permitan disfrutar del más alto nivel posible de 

salud, mediante la ejecución de programas centrados 

en los factores subyacentes que determinan la salud. 

El enfoque integral en materia de salud sitúa la 

realización del derecho del niño a la salud en el 

14 OBSERVACIÓN GENERAL N° 14 ADOPTADA POR EL COMITÉ DE DERECHOS 
ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. Consultable en la siguiente liga de internet: 
https://cdh.defensoria.org.ar/normativa/observacion-general-n-14-adoptada-por-el-comite-de-
derechos-economicos-sociales-y-culturales/ 
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contexto más amplio de las obligaciones 

internacionales en materia de derechos humanos.

Asimismo, en la referida observación, el comité 

fijó los principios que deben de observar los Estados 

para garantizar el derecho a la salud de la niña y el 

niño, los cuales consisten en lo siguiente.

(a) Indivisibilidad e interdependencia de los 
derechos del niño. La realización del derecho a la 

salud es indispensable para el disfrute de todos los 

derechos reconocidos en la Convención sobre los 

Derechos del Niño. A su vez, el logro en la protección 

del derecho del niño a la salud depende de la 

realización de otros derechos.

(b) Derecho a la no discriminación. Los 

Estados tienen la obligación de asegurar que el 

derecho a la salud de la niña y el niño no sea 

restringido por motivos de raza, color, sexo, género, 

idioma, religión, opinión política o de otra índole, 

origen nacional, étnico o social, impedimentos físicos, 

el nacimiento o cualquiera otra condición del niño, de 

sus padres o de sus representantes legales.

(c) El interés superior del niño. Las 

instituciones de prevención social públicas y privadas, 

tribunales, autoridades administrativas y órganos 

legislativos tienen la obligación de velar por el interés 
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superior del niño como una consideración de primer 

orden en todas las acciones que afecten a la infancia. 

El interés superior del niño debe ser el centro de toda 

decisión que afecte la salud y el desarrollo del niño, lo 

que incluye la asignación de recursos y políticas 

públicas.

(d) Derecho a la vida, a la supervivencia y al 
desarrollo y factores que determinan la salud del 
niño. Los Estados deben garantizar la supervivencia, 

el crecimiento y el desarrollo del niño, en particular las 

dimensiones físicas, mentales, espirituales y sociales 

de su desarrollo. Para lo cual, se debe tener en 

cuenta las circunstancias particulares del niño como 

la edad, la condición socioeconómica, la familia y los 

de carácter estructural, entre otros.

Con base en las anteriores premisas normativas 

en el caso resulta evidente que la autoridad 

responsable no ha adoptado las políticas públicas 

suficientes para garantizar el derecho a la salud del 

menor quejoso porque:

1. No se han asignado los recursos públicos 

suficientes para que la comunidad de Bacanuchi, 

Sonora en la que habita el menor quejoso cuente con 

el servicio de ambulancias para el traslado de 

pacientes al hospital más cercano.
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2. No se han instrumentado los mecanismos y 

canales administrativos para garantizar la atención 

médica del menor de edad, sin importar que no 

cuente con la carta de naturalización que le fue 

requerida por el personal médico del Hospital General 

de Cananea para ser atendido y trasladado en forma 

gratuita.

Sin que la iniciativa y aprobación de la Ley de los 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado 

de Sonora sea suficiente para tener por agotada la 

obligación de garantizar el derecho a la salud del 

menor de edad quejoso, ya que se deben materializar 

las acciones y medidas suficientes para corregir 

situaciones de desigualdad en el goce y disfrute de 

ese derecho.

No es óbice a lo anterior el hecho de que el 

quejoso recibió la atención médica especializada al 

ser intervenido quirúrgicamente de su brazo derecho 

y que se le dio seguimiento hasta que fue dado de 

alta, toda vez que ese actuar se concretizó en 

cumplimiento de la suspensión de plano decretada 

por el juzgador, pero no en observancia a alguna 

política pública en materia de salud, por el contrario, 

el contexto del caso en estudio evidenció todas las 

dificultades y obstáculos a los que se enfrentó el niño 

tras sufrir un accidente y la denegación del servicio de 

salud por no ser mexicano. 
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De ahí que en la especie se estime que la 

autoridad responsable no ha adoptado en forma 

efectiva las medidas apropiadas de carácter 

administrativo y presupuestario para dar plena 

efectividad al derecho a la salud, en perjuicio del 

menor de edad quejoso, por lo que procede conceder 

el amparo para los efectos que enseguida se 

precisarán.

DÉCIMO PRIMERO. Efectos. Por los motivos 

expuestos, con fundamento en lo preceptuado por el 

artículo 77 de la Ley de Amparo, lo que procede es 

conceder el amparo y protección de la Justicia 

Federal al quejoso, para el efecto de que las 

autoridades responsables realicen lo siguiente:

1. El Ayuntamiento de Arizpe, Sonora, deberá 

establecer políticas públicas de coordinación con los 

distintos niveles de gobierno para la adquisición de 

ambulancias que garanticen la canalización o traslado 

de niños, niñas y adolescentes, entre ellos el quejoso, 

que requieran atención médica de urgencia y 

especializada a la institución de salud pública más 

cercana a la comunidad de Bacanuchi.

2. El Hospital General de Cananea deberá seguir 

prestando la atención médica integral que le llegue a 

solicitar el menor de edad quejoso, sin importar que 

no cuente con la carta de naturalización con la que 
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acredite la nacionalidad mexicana, pues debe atender 

al principio de no discriminación contenido en el 

numeral 1º constitucional y garantizar su derecho a la 

salud reconocido en el artículo 4º del Pacto Federal y 

en los instrumentos internacionales citados en la 

presente ejecutoria.

3. La Gobernadora del Estado de Sonora deberá 

establecer políticas públicas en materia de salud en 

favor de las niñas, niños y adolescentes que 

requieran atención médica especializada sin 

discriminación por su origen étnico o nacional.

De manera particular deberá adoptar medidas 

inmediatas para que el quejoso disfrute del más alto 

nivel posible a la salud sin discriminación alguna 

originada por su nacionalidad, para lo cual deberá 

instruir al Secretario de Salud a fin de que se 

garantice y asegure la atención médica integral que el 

menor quejoso llegue a necesitar.

Por otra parte, deberá adoptar todas las medidas 

necesarias de cumplimiento progresivo para lograr el 

pleno ejercicio del derecho a la salud del quejoso, 

quien habita en la comunidad de Bacanuchi, del 

municipio de Arizpe, Sonora, por todos los canales 

administrativos y presupuestarios hasta el máximo de 

los recursos de que disponga.
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En el entendido de que cualquier autoridad, 

incluidas por las que se decretó el sobreseimiento, 

está obligada en el ámbito de sus facultades a cumplir 

con esta ejecutoria.

Pues sólo de esa manera podrá restituir al 

quejoso en pleno goce del derecho humano violado, 

como lo previene el citado numeral 77, fracción I, de 

la Ley de Amparo.

Por lo expuesto y fundado se:

R E S U E L V E: 

PRIMERO. Por falta de impugnación queda 
firme el sobreseimiento decretado respecto de los 

actos reclamados a la Secretaría de Salud del Estado 

de Sonora, Hospital Infantil del Estado de Sonora, con 

residencia en Hermosillo y al Jefe de Jurisdicción 

Sanitaria Tres, con residencia en Santa Anna, 

Sonora.

SEGUNDO. En la materia de la revisión, se 
revoca el sobreseimiento decretado respecto de los 

actos reclamados al Ayuntamiento de Arizpe, Sonora 

y al Hospital General de Cananea; así como la 

negativa de amparo contra los actos reclamados a la 

Gobernadora del Estado de Sonora.
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TERCERO. La Justicia de la Unión Ampara y 
Protege a  * .  *.  * ., en contra de los actos 

reclamados al Ayuntamiento de Arizpe, Sonora; 

Hospital General de Cananea y a la Gobernadora del 

Estado de Sonora, para los efectos precisados en la 

presente ejecutoria.

En atención a que la resolución de este asunto se 

emitió en auxilio a las labores jurisdiccionales del 

Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 

Administrativa del Quinto Circuito, con residencia en 

Hermosillo, Sonora, infórmese la emisión de la 

sentencia firmada electrónicamente, a fin de que 

dicho Tribunal proceda a notificarla a las partes.

Agréguese copia certificada de esta resolución al 

expediente auxiliar, hágase el registro en el libro 

electrónico correspondiente y en su oportunidad 

archívese como asunto concluido.

Así lo resolvió el Tercer Tribunal Colegiado del 

Vigésimo Quinto Circuito, por unanimidad de votos 

del Secretario de Tribunal en funciones de Magistrado 

de Circuito José Refugio Medina Larios, autorizado 

por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la 

Judicatura Federal en sesión de ocho de agosto de 

dos mil veintidós, así como los Magistrados Daniel 
Jáuregui Quintero y Juan Carlos Ríos López 

(ponente y presidente en funciones), quienes firman 
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electrónicamente con el Secretario de Acuerdos 

licenciado Juan Manuel Garza Jacobo, que autoriza y 

da fe, con fundamento en el artículo 188 de la Ley de 

Amparo.

Razón. En la misma fecha, se libra(n) oficio(s)  3866 según la 

minuta que se agrega.

ENGROSÓ: EMFC*

Juan M
anuel G

arza Jacobo
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.4e.0a
07/11/23 19:12:46

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA - TRANSACCIÓN
 
Archivo Firmado:  
33470936_2415000030177281002.p7m  
Autoridad Certificadora:  
Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal  
Firmante(s): 4 

 

FIRMANTE

Nombre: Juan Manuel Garza Jacobo Validez: BIEN Vigente

FIRMA

No. serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.4e.0a Revocación: Bien No revocado

Fecha:
(UTC/ CDMX) 30/08/22 16:03:56 - 30/08/22 11:03:56 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

90 e2 be 38 14 eb 48 94 75 7d 1f 49 7a 4a de c2
69 67 5d f1 db 47 54 65 b0 0e b8 e6 a3 2a 3e 62
10 85 8e 1e 28 2e 29 cc c0 98 06 3f 3c 0f d7 7b
ed fd 71 79 e7 89 38 fe 05 ee d8 6e 19 ff 85 f6
cf 3e 7f 92 b5 3e 24 4f da 53 19 78 50 00 13 48
28 17 46 ff 8d 28 4b f9 5a f1 dd 0a 67 c4 f5 a4
26 31 c2 3e 36 7b a3 3e d0 10 9d a4 54 da 96 64
6c 7a 0e 75 b0 f2 84 b8 8d 54 89 0a a9 9e 6a 40
78 e8 c3 5f 83 bc 22 9a 96 78 e8 d5 43 04 b7 a4
e1 f5 dd f5 79 46 19 57 ed 21 59 7c 32 34 26 7a
8d 21 d0 e8 d0 23 b4 af bd 3d d4 84 15 56 6a 5f
47 1c 1a 7a ef f5 bc d7 0b 0f 6d 24 86 59 c6 cc
1d dd 14 bc 8c 8a 3d 60 90 4c fb 41 bc cf b1 7c
84 8f 1c 64 0e 33 f0 68 ac 69 65 be b5 97 a5 eb
30 8c 85 30 fd e5 1a e3 8e cc 6b ca fb e5 b5 60
c5 3d 7d 55 7c d7 12 ad e8 62 b6 a3 0c 04 d0 34

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 30/08/22 16:03:57 - 30/08/22 11:03:57

Nombre del respondedor: OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.03

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 30/08/22 16:03:57 - 30/08/22 11:03:57

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 134126532

Datos estampillados: hvFlMlE/Br77MFKqjV06sWJ7n2c=

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



FIRMANTE

Nombre: JOSE REFUGIO MEDINA LARIOS Validez: BIEN Vigente

FIRMA

No. serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02.5a.2a Revocación: Bien No revocado

Fecha:
(UTC/ CDMX) 30/08/22 16:49:16 - 30/08/22 11:49:16 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

02 3c 08 1c 65 cf 18 7c e4 3e a4 48 6f ed 05 50
93 f1 f1 24 41 5b 79 52 0b 20 92 65 e5 ed b5 73
a7 c5 a0 5f dd a7 2b 50 63 f4 24 69 cc 63 c4 4a
2a 10 5f f2 d9 39 57 e4 e8 cd c7 bf c6 9b 15 77
8a cb a3 fd c1 aa d3 1a 01 18 a6 45 f0 ff b0 fd
c5 57 89 87 79 95 3c a9 0e 38 cf b4 db 0e 3c a5
f0 63 df 30 2a 65 1c eb 8c 06 eb ba 43 54 6b ce
90 2d db d1 5f 2b 08 0e 07 a9 2b 02 9d 55 88 5f
7d cc 02 6c dd 9d 9c d5 77 53 62 c2 6a 44 19 15
c3 10 02 d8 a5 d5 72 d5 d5 83 7b 24 2b 50 fc 01
96 c3 66 b8 93 9a 95 9f 34 5d 04 71 61 6e 40 38
bb 8b 36 eb a8 19 fb 38 0c 9a 6b 20 f6 97 f3 84
8b c7 2d f7 92 dc 12 1e eb 64 ac cc fd 92 b0 a1
44 a1 37 14 e6 d4 e6 75 fb 1e 01 ae f4 7b c7 04
b7 9c f3 2a 79 c8 a9 eb 06 f7 af 00 ac a6 4f 0f
25 49 bf 19 8a 3d 23 6d 47 ce 1f 18 b0 e6 fd c5

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 30/08/22 16:49:16 - 30/08/22 11:49:16

Nombre del respondedor: OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.03

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 30/08/22 16:49:16 - 30/08/22 11:49:16

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 134145572

Datos estampillados: 3204oAqAlnl6/jCOHaYjXe6b4LQ=

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



FIRMANTE

Nombre: Daniel Jáuregui Quintero Validez: BIEN Vigente

FIRMA

No. serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.1d.5f Revocación: Bien No revocado

Fecha:
(UTC/ CDMX) 30/08/22 16:59:38 - 30/08/22 11:59:38 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

26 4b 0d d7 2d 85 9e 5f 39 69 4f e6 ef c9 fa 4a
47 dd a8 e9 31 ba 86 2d 1d 06 64 26 2f 18 68 86
fd 6f 7b f3 cc 1b 24 b9 ef 0a d5 1b 0c d3 66 f1
5f 1a ab dd d4 a8 9f 3b d5 91 79 fa 7f f5 5b 4e
53 6a bb f1 28 c1 e3 dd 79 16 cf e5 64 9c fa b7
33 a4 5f 7f 38 71 e4 10 fa d4 ff d0 8c 6a a6 05
6e 1c 1b a0 bf e5 02 30 a8 7e 40 46 71 01 3e 2a
6e 21 a3 11 72 6a 1c 82 1e c4 3d 4e 80 44 48 c3
c8 b2 9a 17 d5 8e 19 42 12 f3 84 39 bc 56 bf 51
6f db 01 45 2b 81 04 f4 45 46 a0 17 f3 1c c5 94
71 b3 0c 60 a4 c5 9e 28 b9 da b9 4b 42 20 f0 bd
c2 d5 48 ed 25 73 a2 4d 55 ae 60 fd 18 cf 61 a3
c1 00 10 e9 53 a2 02 39 9b 00 5f 4e f6 58 1d 1b
28 c7 67 89 40 85 e6 60 de 05 04 41 57 6c d7 14
55 51 37 13 f8 94 80 4d f6 dc 08 3b 28 56 7a a7
50 f0 d2 92 22 4c 9e 0f 56 00 72 71 7c 4a f2 ea

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 30/08/22 16:59:38 - 30/08/22 11:59:38

Nombre del respondedor: OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.03

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 30/08/22 16:59:38 - 30/08/22 11:59:38

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 134149871

Datos estampillados: 0rw8+s+nFMszopSZNLsuex/2Du4=

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



FIRMANTE

Nombre: JUAN CARLOS RÍOS LÓPEZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA

No. serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.e2.e8 Revocación: Bien No revocado

Fecha:
(UTC/ CDMX) 30/08/22 17:06:42 - 30/08/22 12:06:42 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

0d 1a b9 c0 14 b8 42 20 22 37 11 d3 94 44 40 b7
6f 02 c1 39 d8 11 ad a2 75 6c d2 f5 b4 52 99 6c
b4 42 f1 6c cb 2a 2b 0c 62 52 c4 a0 bf 35 6d a4
82 64 7f ed c8 d6 2d 88 e7 35 3d 02 71 b1 c5 37
05 72 be a0 e3 f3 54 f7 ba 7a 9b 50 bf 4a f9 2f
e2 29 9b 66 98 88 ed e6 1d b1 11 9a 67 98 db 26
02 1b 60 18 70 63 da d7 50 7c 21 3e 12 56 f6 89
a7 ff 09 51 d8 89 37 fa e3 1f 60 64 e4 c4 0e a1
4d ac 27 35 51 46 d3 6c ad b5 1b b0 69 f0 39 12
83 d9 d5 54 b2 23 1e b0 fa a5 9e 18 8d 91 27 0f
78 9e a8 44 94 ae b2 85 65 3f 54 2e 85 83 88 06
0a b4 89 9c 53 a3 93 6f ac d2 ca 6c fd 3c 0e d3
76 f7 7e cf c6 8d 40 4e 11 b4 9b 6d 76 28 65 1e
8a 57 3e dd c3 7e ef 53 5b 7a 3a 1e aa a6 6b f1
1d ef 9a 46 46 d3 70 ad 03 9c 17 01 cc 2a 5c 2d
26 f3 f2 2f 9a 1b c0 13 ad 4a a5 31 10 8f 28 96

OCSP

Fecha: (UTC / CDMX) 30/08/22 17:06:42 - 30/08/22 12:06:42

Nombre del respondedor: OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.03

TSP

Fecha : (UTC / CDMX) 30/08/22 17:06:42 - 30/08/22 12:06:42

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 134152628

Datos estampillados: bacEOyVNlkyGzEfpoU/V92EH9Nk=
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aEl licenciado(a) Carlos ElÃas Vergara  CÃrdenas , hago constar y certifico

que en términos de lo previsto en los artículos 8, 13, 14, 18 y demás
conducentes en lo relativo de  la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública  Gubernamental, en esta versión pública se suprime la
información  considerada legalmente como reservada o confidencial que
encuadra  en el ordenamiento mencionado. Conste.


